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«La vida del Príncipe es ley y maestra de los pueblos,

y necesario es que de las costumbres de él procedan las de todos los otros»

BALTASAR DE CASTIGLIONE

«Lo que es menester es que la gente aprenda

a leer con los oídos, no con los ojos.

La palabra es lo vivo, la palabra es en el principio.

En el principio fue el verbo, y acaso en el fin sea el verbo también»

MIGUEL DE UNAMUNO

«Las palabras no son palabras sino cuando son dichas por alguien a alguien.

Sólo así, funcionando como concreta acción, como acción viviente de un ser

humano sobre otro ser humano, tienen realidad verbal. Y como los hombres

entre quienes las palabras se cruzan son vidas humanas y toda vida se halla

en todo instante en una determinada circunstancia o situación, es evidente

que la realidad "palabra" es inseparable de quien la dice, de a quién va dicha

y de la situación en que esto acontece»

JOSÉ ORTEGA Y GASSET





Las páginas de este libro han de ir necesariamente precedidas

de un recuerdo emocionado del ponente constitucional Gabriel Cisneros,

y de las charlas que, junto al Diputado constituyente Virgilio Zapatero,

mantuvimos los tres, tiempo atrás, sobre ese período histórico ejemplar

que fue la Transición política española.

Tampoco quiero eludir mi agradecimiento a la Casa Real,

que atendió amablemente mis peticiones de información; al Periodista Juan

Fernández-Vegue, que supervisó las pruebas del libro; y, singularmente,

al Profesor Pedro González-Trevijano, que alentó este trabajo, y a quien debo

una infinita gratitud por su magisterio y por su inmensa generosidad.





A Palma, por el tiempo prestado.





Prólogo 



Manuel VENTERO, perspicaz periodista y acreditado profesor universitario, leía en el mes de abril de 2010, en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Rey Juan Carlos, su excelente tesis doctoral, con el título Los mensajes de Navidad del Rey. Análisis político-constitucional, donde encuentran fundamento principal las páginas que siguen. Un trabajo de investigación, centrado en el examen pormenorizado de los mensajes de Navidad de Don Juan Carlos, y juzgado por un tribunal integrado por los profesores Manuel JIMÉNEZ DE PARGA, Virgilio ZAPATERO, Alfonso FERNÁNDEZ-MIRANDA, Enrique ÁLVAREZ CONDE y José Manuel VERA, que alcanzó la máxima calificación de sobresaliente cum laude por unanimidad. La tesis doctoral ahora presentada en este libro, tras su pertinente redefinición, contiene un completísimo análisis informativo, no exento sin embargo de una lograda parte de dogmática jurídico-constitucional introductoria, que desgrana con acierto los principales contenidos de las palabras navideñas del Monarca, desde el ya lejano mes de diciembre de 1975 hasta 2009.

En su exhaustivo trabajo de campo, nuestro autor llama inteligentemente la atención sobre una serie de consideraciones informativas y politológicas de variada consideración. Primera: los mensajes navideños se han erigido, sin género de discusión, en un referente de primerísima mano para conocer la práctica totalidad de la política española en estos años, tanto la nacional como la internacional, así como los distintos avatares y variadas preocupaciones de los españoles. Por más que no podamos olvidar -dada su trascendencia histórica, política y constitucional- otras alocuciones importantes del Jefe del Estado, dentro de los más de dos mil discursos y mensajes emitidos a lo largo de un reinado que cumple treinta y cinco años. Cosa que desde luego no desconoce ni posterga su autor. A saber: su discurso de proclamación como Rey, el 22 de noviembre de 1975, donde se atestiguaba ya una firme e irrenunciable convicción: erigirse en Monarca de todos los españoles, poniendo término de esta suerte a la división cainita consecuencia de la Guerra Civil; sus recordadas consideraciones ante el Congreso de los Estados Unidos, el 2 de junio de 1976, en las que Don Juan Carlos se comprometía a desmantelar las caducas y asfixiantes estructuras franquistas y a establecer en España una Monarquía parlamentaria, la única compatible con los regímenes constitucionales; su afortunada alocución de 22 de julio de 1977, en la misma sesión de apertura de las Cortes Constituyentes, tras cuarenta años de régimen autoritario, con aquellas inolvidables palabras en pos del advenimiento de un anhelado sistema democrático de gobierno: «La democracia ha comenzado». En efecto, la democracia arrancaba en España, con la celebración de las primeras elecciones libres de junio de 1977; el imperativo discurso la trágica noche del 23 de febrero de 1981, que ponía felizmente término al golpe de Estado; los distintos mensajes de apertura de las diferentes Legislaturas dirigidos a las Cortes Generales; o, en fin, los discursos anuales de apertura del Año Judicial o de la Pascua Militar.

Segunda: los mensajes navideños son visualizados por la ciudadanía y la opinión pública como el mejor modo -por su carácter directo, inmediato, próximo, y hasta íntimo- de conocer, de primera mano y sin intermediarios, el parecer del Jefe del Estado sobre determinadas materias que ocupan y preocupan en esta España constitucional. Unos discursos elaborados libre y discrecionalmente desde la Casa del Rey, como no puede ser de otro modo en un órgano constitucional como es la Corona, y como tal en relaciones de paridad y coordinación con los demás órganos constitucionales reconocidos en nuestra Carta Magna de 1978, pero sometidos a la lógica y recomendable consideración del Gobierno.

Tercera: los mensajes navideños de Don Juan Carlos, ininterrumpidamente vistos y escuchados por los españoles (1975-2009), se han consolidado, en mi opinión, como auténticas costumbres constitucionales praeter legem. O si prefieren la terminología anglosajona, desde las más clásicas elaboraciones de DICEY o JENNINGS, en verdaderas convenciones constitucionales. Estaríamos en presencia, por tanto, ante lo que los británicos denominan conventions of the Constitution. Así lo estima el propio Rey, quien califica pronto tales comparecencias públicas de «tradicional ocasión» (1980) y de «gozosa costumbre de todos los años» (1982). Nos hallamos, pues, en tanto que «expresión solemne del criterio político del Jefe del Estado», ante la explicitación de unos actos que podríamos calificar de actos interconstitucionales. En ellos, el Poder Moderador, atribuido al Rey, de acuerdo con las competencias expresamente previstas en el artículo 56.1 de la Constitución de 1978, expresa un poder de exteriorización. Unos mensajes, los del Jefe del Estado, mayoritariamente elocuentes, en la generalidad de los casos de carácter persuasivos, pero también en ocasiones protocolarios, y a veces incluso hasta preceptivos.

Cuarta: los mensajes navideños están cubiertos -en lo que atañe a la asunción y exoneración de la responsabilidad política del Monarca- por el refrendo en su manifestación presunta. Nos estamos refiriendo a las formulaciones más clásicas ya acuñadas tanto en el Derecho comparado como en el Derecho histórico y vigente español: «The King can do not wrong» o «El Rey no puede hacer mal», que señalan pertinentemente los textos políticos más clásicos. Consecuencia indubitada y debida del carácter inviolable e irresponsable políticamente del Jefe del Estado en una Monarquía parlamentaria como la nuestra. El artículo 56.3 de nuestro Texto constitucional de 1978 lo prescribe de forma tajante: «La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65.2». Una materia, la de la ausencia de responsabilidad política del Monarca, pero también de la paralela asunción de ésta por parte de los distintos operadores políticos, sobre la que tuve ocasión de ocuparme en su momento en una obra publicada por el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, allá por el año 1998, con el expresivo nombre de El refrendo. En el Prólogo a dicha obra, de Sabino FERNÁNDEZ CAMPO, éste hacía acertado hincapié en la recta comprensión de los términos «Monarquía» y «parlamentaria». Decía así FERNÁNDEZ CAMPO: «Lo que en las Monarquías absolutas venía a ser tan sólo una garantía de la autenticidad de la firma del Monarca, como una diligencia notarial, se ha transformado en un requisito dirigido a librarle de una responsabilidad que se transfiere al refrendante. Pero, así como en las antiguas Monarquías el refrendo era un requisito simple, pues derivaba de la única voluntad del Soberano, en la Monarquía parlamentaria el acto del Rey tiene una naturaleza mixta y un contenido desigual, en la medida que expresa la voluntad de aquél y la de quien ejerce el refrendo. Como dice Posada, el refrendo se caracteriza por la complejidad, puesto que no excluye la intervención activa y personal del refrendado».

Unas consideraciones que encajarían con las agudas reflexiones del profesor Jorge DE ESTEBAN, cuando diferenciaba, en su Tratado de Derecho Constitucional, tres modalidades de refrendo de los actos del Jefe del Estado en nuestro ordenamiento constitucional: expreso, presunto y tácito. Dicho de otra forma, en una Monarquía parlamentaria los actos del Rey han de estar imperativa e ineludiblemente refrendados. PÉREZ ROYO lo afirmaría asimismo con claridad, en su Curso de Derecho Constitucional: no hay contradicción ontológica insalvable entre Monarquía parlamentaria y exención de responsabilidad, sino que ambas pueden convivir. Lo que es obligado en un sistema constitucional, esto sí, es la asunción por parte de determinados órganos, diríamos nosotros, dada la inviolabilidad e irresponsabilidad del Jefe del Estado (artículo 56.3 CE), de la responsabilidad por tales actos. Aunque, como en el presente supuesto, sea el Monarca el autor material de los mismos. Lo que no es posible en un régimen constitucional, pero esto es ya otra cuestión cualitativamente distinta, es que existan actos públicos dictados por los órganos constitucionales o de relevancia constitucional exentos de responsabilidad política. Y a tales efectos es cuando aparece la camaleónica institución del refrendo: ciertos operadores políticos en nuestro Derecho positivo, el Presidente del Gobierno, el Presidente del Congreso de los Diputados y los Ministros competentes (artículo 64 CE), asumen la responsabilidad de los actos del Monarca. «El refrendo ministerial es necesario formalmente -apuntaba acertadamente el profesor Manuel JIMÉNEZ DE PARGA en La Corona y la Monarquía parlamentaria en la Constitución de 1978- para todo acto político del Rey. Sólo los actos privados se excluyen».

Y quinta: los mensajes navideños nos confirman que Don Juan Carlos ha actuado escrupulosamente dentro de los perfiles de una Monarquía parlamentaria -«au dessus de la melée»-, fuera de los avatares concretos de la refriega política cotidiana, en el ejercicio neutral de unas funciones arbitrales y moderadoras encomendadas constitucionalmente. De aquí que el Monarca goce de auctoritas, pero no de potestas; o, expresado de otro modo, «que reine, pero que no gobierne». Unos mensajes, es verdad, que no están formalmente constitucionalizados, dentro de la lista cerrada de competencias del Monarca en el Título II de la Constitución, pero que nada empece, como hemos adelantado, que se hayan consolidado al hilo de la existencia de unas costumbres o convenciones constitucionales, que van más allá de lo que es una mera praxis política.

Pero se pueden y deben decir más cosas, y buenas además, del logrado trabajo del profesor VENTERO. La presente investigación no se queda en la exposición dogmática reseñada, sino que desarrolla prioritariamente un análisis pormenorizado del lenguaje político de esta España constitucional. Ésta es, sin duda, la gran aportación del profesor VENTERO, por su novedad y calidad. Una investigación por lo demás, como las investigaciones que se precian de articularse de un modo científico, de carácter inductivo, y apegada por tanto a la realidad del caso concreto, y que permite después reconstruir las categorías politológicas y constitucionales mentadas. Como afirma también certeramente Virgilio ZAPATERO en un trabajo bajo el título El lenguaje de la Constitución, y se recuerda oportunamente, cada sistema político dispone de su particularizado lenguaje, tanto el de los modelos autoritarios/totalitarios como el de los regímenes constitucionales. Una realidad que se visualiza sin dificultad especial en los Mensajes navideños del Jefe del Estado a lo largo de estos años de nuestro sistema constitucional. En suma, un lenguaje político-constitucional imbuido de las ideas y principios definidores de todo sistema constitucional. Nos estamos refiriendo, claro que sí, al lenguaje propio, primero de nuestra ejemplar Transición política, y, después, del sistema político desarrollado al hilo de estos años de vigencia de la Constitución de 1978.

En efecto, basta detenerse en los iniciales discursos de Don Juan Carlos para apreciar la definitiva erradicación del autoritario lenguaje político franquista, y el paulatino, hasta llegar a nuestros días, definitivo afianzamiento de un benefactor, sobre todo los primeros años, lenguaje democrático. Así, mientras que el lenguaje de la dictadura se hilvanaba sobre la impermeable división de vencedores y vencidos, con las pomposas referencias a la España imperial, al victorioso Caudillo, al complot judeo-masónico, al peligro rojo, al cáncer de los partidos, al oro de Moscú y a la pertinaz sequía, estos años constitucionales disponen ya de un asentado léxico democrático.

Así se vislumbra en el primero de los discursos navideños de Don Juan Carlos, en diciembre de 1975, con una abierta apelación a la unidad y convivencia entre todos los españoles, mientras se apunta simultáneamente la necesidad de impulsar una Transición política pacífica e irreversible hacia la democracia. Y a partir de entonces, se construye de forma decidida el nuevo lenguaje constitucional-democrático, con las llamadas a la reconciliación, a la preservación de la unidad nacional desde el reconocimiento de la rica diversidad, al respeto a los derechos y libertades fundamentales de la persona, a la preservación de la Constitución como norma fundamental de convivencia y al respeto a la ley por parte de los poderes públicos y los ciudadanos. Y otras referencias de semejante naturaleza asimismo trascendentes: pacto, principios democráticos, consenso, diálogo, acuerdo, tolerancia, igualdad, solidaridad, justicia, construcción europea, etc.

El estudio nos muestra y desgrana así puntualmente los diversos temas nucleares invocados con mayor frecuencia por Don Juan Carlos en estos años de reinado constitucional. Entre ellos habríamos de resaltar los siguientes: la unidad (en 33 ocasiones de la serie de 35 discursos), la Monarquía (31), el terrorismo (28), España (27), la economía (27), el desempleo (17), los valores democráticos (26), la democracia (23), Europa (23), las políticas de Estado (22), la Constitución (21), la construcción de un futuro común (21), Iberoamérica (19), la paz (15), la Transición política (15), la política social (12), la juventud (12) y la familia (10). A esta lista se añade la enumeración de otros asuntos calificados como menciones, y que aun siendo relevantes, no alcanzan sin embargo la significación de temas nucleares: la convivencia, la libertad, los españoles residentes fuera del territorio nacional, el esfuerzo, la esperanza, la justicia, el progreso, el sacrificio, la ilusión, el respeto, el respaldo a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, la generosidad, la solidaridad, la confianza, la responsabilidad, el colectivo de jóvenes, la concordia, los inmigrantes, las víctimas del terrorismo, la estabilidad, los marginados y desfavorecidos, los enfermos y los drogodependientes.

El exhaustivo y brillante estudio del profesor VENTERO se detiene, en suma, en un esclarecedor análisis -al hilo de los mensajes de Navidad del Monarca- del lenguaje político de Don Juan Carlos. O lo que a tales efectos es lo mismo, del mejor lenguaje de la democracia en esta España constitucional. Un imprescindible libro, pues, para los interesados y estudiosos de nuestro régimen constitucional, del hacer hablado y visual del primero de nuestros órganos constitucionales. Para abordar, de primerísima mano, el parecer del Jefe del Estado en estos años de régimen constitucional. Al profesor y periodista Manuel VENTERO se lo hemos de agradecer. Ya lo afirmaba clarividentemente STENDHAL: «El estilo es el hombre». Y para conocerlo, en el caso de D. Juan Carlos, nada mejor que acercarse a estas páginas.

Pedro GONZÁLEZ-TREVIJANO 

Catedrático de Derecho Constitucional. Rector de la Universidad Rey Juan Carlos 
Madrid, 6 de diciembre de 2010




Introducción 



La Constitución española consagra en su artículo primero una Monarquía «parlamentaria» y asigna, más adelante, al Rey funciones de moderación y de arbitraje (art. 56). En estas tres décadas sobrepasadas de vigencia constitucional, Don Juan Carlos ha articulado, en el ejercicio del Poder moderador, más de dos mil discursos dirigidos a colectivos diversos, a las instituciones del Estado y al pueblo español.

El presente análisis se proyecta sobre el contenido de las exposiciones orales y públicas que, de forma periódica u ocasional, pronuncia el Jefe del Estado, haciendo uso de un tradicional derecho de mensaje, consolidado en España por vía consuetudinaria, dada su falta de regulación constitucional.

Siendo evidente el interés de la opinión pública por todos los discursos del Rey, en tanto «expresión solemne del criterio político del Jefe del Estado» (1) , resultan singularmente esperados los mensajes de Navidad, que son percibidos por el pueblo español como los más libres de cuantos pronuncia el Monarca a lo largo del año.

El libro se divide en dos partes visiblemente diferenciadas: la primera de ellas reviste un carácter dogmático, y la segunda -de naturaleza analítica- se orienta a examinar los mensajes de Navidad, así como aquellos otros discursos que, por diversas razones, pudieran contribuir a avanzar la investigación. En ocasiones, su lectura será aconsejable de cara a la mejor interpretación de un discurso concreto; otras veces, su interés obedecerá a una comprensión más amplia del proceso general. Destaca, entre los muchos ejemplos, el discurso de proclamación, leído el 22 de noviembre de 1975, si bien no es el único.

Siendo el propósito general de este trabajo el acercamiento a la institución del mensaje regio, se aborda en el capítulo primero el derecho de mensaje de los Jefes de Estado, y en particular, el de un Rey parlamentario y democrático como el que consagra nuestra Carta Magna. En el ánimo de elaborar un correcto encuadre político-constitucional, se inicia su estudio en el Derecho español y comparado, acudiendo también a las distintas posiciones formuladas por la doctrina, en busca de referencias útiles y de eventuales traslaciones a nuestro ordenamiento jurídico que ayuden a entender la praxis española.

La investigación se detiene en el instituto del refrendo, por cuanto una de las razones que fomentan el atractivo de los mensajes de Navidad es el debate suscitado en torno a su validación gubernamental. La falta de presencia física de un Ministro junto al Monarca en el momento de la comparecencia a través de la televisión, y la necesidad de recurrir a la figura del refrendo presunto para explicar la singularidad de tal praxis -de modo que no se reste un ápice de rigor constitucional a la actuación del Monarca- incrementan la sensación de que estos mensajes navideños son, en efecto, los que el Rey dirige a la Nación con mayor autonomía. Resulta especialmente interesante la discusión doctrinal relativa a la necesidad de refrendo y al modo en que, en su caso, ha de practicarse o entenderse practicado. Esta primera fracción resume también el debate constituyente español en torno al derecho de expresión del Jefe del Estado, y dedica dos apartados a la práctica experimentada en el reinado de Don Juan Carlos I, sólo inteligible en el marco de la costumbre, habida cuenta del clamoroso silencio constitucional. El estudio de las convenciones y costumbres praeter constitutionem resulta aquí obligado, a falta de ordenación alguna sobre la materia.

Concluida esta parte dogmática, se inicia el examen del corpus, que confirma el uso del mensaje como instrumento adicional del Rey para el desempeño de su tarea arbitral y moderadora, constatando la transmisión de elementos políticos y comprobando, asimismo, hasta qué punto sólo el conocimiento exhaustivo del contexto en que estos mensajes se transmiten permite la comprensión cabal de su significado.

Ávila, 5 de septiembre de 2010.





	 (1) 

	MAESTRE, J. C., «Les messages présidentiales en France», en Revue de Droit Public, LXXX, París, 1964, pág. 397.


	 Ver Texto 








El mensaje regio 

 «La pluma es sierva, pero la palabra es libre» 




I.  ENCUADRE POLÍTICO-CONSTITUCIONAL

1.  Génesis de la institución en España

La Monarquía parlamentaria ha cumplido ya más de treinta años en España. El Rey Don Juan Carlos, en el uso de sus atribuciones, ha pronunciado en este tiempo centenares de discursos, dirigidos a instituciones diversas del Estado y al pueblo español, así como a distintos destinatarios del ámbito internacional. El Rey constituye, indefectiblemente, una de las más importantes vías de comunicación entre el Estado y los ciudadanos, complementaria de la tarea que en este sentido ejerce el Parlamento, tras su establecimiento por el sistema liberal hace doscientos años: «Mediante su actividad y su palabra, la Corona pone en relación el Estado con el pueblo» (1) .

Pero el derecho de mensaje no se contempla expresamente en la Constitución de 1978. La Unión de Centro Democrático, partido en el Gobierno, incorporó la figura del mensaje regio al primer Borrador de la Ponencia [art. 52.c)], si bien la postura de la mayoría de sus integrantes -incluido uno de los ponentes de la propia UCD- llevó a la retirada de ese texto, que no puede leerse ya en el Anteproyecto de 5 de enero de 1978. Reconsiderado el tema en una ulterior Reunión de Gredos (2) , se convino posponer el problema, en la esperanza de que el tiempo y la praxis solventaran tal dificultad. Meses más tarde, el 29 de septiembre de 1978, la discusión se abordó nuevamente en la Cámara Baja, con idéntico desenlace (3) .

La atribución de facultades al Monarca para dirigir mensajes a la Nación fue objeto de discusión entre los constituyentes, pero tal posibilidad resultó finalmente desechada por entender que esta y otras potestades no se correspondían con la Monarquía parlamentaria (4) : el modelo de Jefatura de Estado que iba a consagrar la Constitución, al tiempo que la única forma de Gobierno verdaderamente compatible con la democracia. En opinión de Subra de Bieusses, «la Monarquía no sabría ser democrática más que siendo parlamentaria y de un parlamentarismo monista, a fin de que todo poder efectivo provenga más que del pueblo» (5) .

Hasta adoptar la decisión última de no regular esta actividad en la Constitución, los debates oscilaron entre dos posturas contrapuestas: la de quienes consideraban la capacidad del Rey de dirigirse a la Nación una prerrogativa provechosa a los intereses generales; y la de aquellos que manifestaron su más estricta oposición, por entenderla ajena a las atribuciones propias de un Monarca parlamentario. Los Diputados López Rodó y Herrero de Miñón, así como el Senador por designación real, Julián Marías, formularon una defensa encendida de esta y otras atribuciones del Rey. La tesis contraria fue esgrimida por los socialistas Martín Toval, en el Congreso, y Morán López en el Senado, respectivamente. También optó por evitar la regulación del derecho de mensaje el Diputado Pérez-Llorca, de Unión de Centro Democrático. Entre ambas posiciones, emergió una tercera: la del Diputado de Alianza Popular y ponente constitucional, Manuel Fraga Iribarne, quien propuso abordar el asunto en ocasión más favorable. Y fue esta propuesta la que se impuso en último término.

Al margen de otras consideraciones, el reconocimiento de facto de esta práctica ha sido objeto de reflexión entre los juristas. Miguel Herrero, miembro también de la Ponencia restringida (6) , considera que el reconocimiento de hecho de los mensajes del Rey pone en cuestión el concepto mismo de Monarquía parlamentaria, «al reconocer una actividad regia de relevancia política innegable, pero extraconstitucional» (7) . Con base en las competencias que el art. 56 atribuye al Rey, e interpretando este precepto como una cláusula general de atribución de potestad, este autor entiende su ejercicio como una «extensión convencional de las competencias arbitrales» (8)  del Monarca.

Al margen de otras consideraciones, que más adelante abordaremos, estas tres décadas de Monarquía parlamentaria muestran los discursos del Rey como una práctica introducida y consolidada por vía consuetudinaria. Singularmente, los mensajes de Navidad, de Pascua militar y aquellos que inauguran la Legislatura, constituyen un ejercicio habitual y periódico.

Obviamente, los actos consuetudinarios necesitan de un uso reiterado a lo largo del tiempo para que puedan ser considerados costumbres jurídicas. En la actualidad -es verdad-, no se trata tanto de que los actos se repitan un número determinado de años como de «que haya transcurrido el tiempo necesario para fijar en los ciudadanos la convicción jurídica acerca de su obligatoriedad» (9) . Más aún en el campo específico del Derecho constitucional, ámbito en el que «el requisito de la temporalidad desempeña un papel menos destacado que el que desarrolla en las relaciones privadas, amén de la mayor concreción temporal, normalmente, en las costumbres constitucionales» (10) .

González-Trevijano apunta, entre otros ejemplos de costumbres en el Derecho constitucional español, la apertura solemne de la Legislatura por el Rey, y afirma que «parece haberse consolidado la práctica constitucional de la inauguración por el Monarca de las Cortes Generales, pronunciando un mensaje en el momento de la apertura referida [...]», y ello aun a pesar de lo establecido en el art. 56.1 de la propia Constitución, donde se señala: «El Rey [...] ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes» (11) .

La tradición, consolidada en estos treinta y cinco años, resulta -a estas alturas- innegable; tanto como el interés que su contenido despierta en la opinión pública, que advierte en ellos, expresos o velados, elementos políticos de capital importancia.

Pese a la obligada sutileza y discreción que se desprenden del encargo constitucional, los mensajes y discursos del Rey contienen en buena medida la crónica -en ocasiones anticipada- de la España constitucional, «su caminar animoso desde el erial de libertades de 1975 hasta la construcción y despliegue de un Estado de Derecho» (12) .

1.1.  Peculiaridades de la Monarquía española: el reinado de Don Juan Carlos

Al interés de esta investigación se suman las especiales circunstancias que atravesó la historia de España, así como la destacada personalidad política -en puridad, metapolítica- de Don Juan Carlos.

Siendo cierto que el valor de la Monarquía no ha de buscarse en las cualidades personales de su titular -«es el Rey quien recibe todo su valor de la Institución, que le entrega el oficio» (13) -, resulta innegable el «acento personal» (14)  de Don Juan Carlos en el quehacer propio de un Monarca. Y así, la palabra del Rey, que es «palabra de Estado»  (15) , en ocasiones permite entrever «un mayor protagonismo del Monarca, una preocupación de más largo alcance por los problemas de España, relacionada directamente con su función constitucional de arbitrar y moderar el funcionamiento de las instituciones» (16) .

Su protagonismo en las especiales circunstancias que caracterizaron el comienzo del reinado, es indiscutible. Don Juan Carlos se erigió, obligado por los acontecimientos, en «piloto del cambio» (17) . Las palabras del Rey guiaron puntualmente los pasos de una España que transitó de un Estado autocrático consolidado durante cuarenta años y un centralismo de casi doscientos, a una democracia plena; a un Estado de Derecho y a un modelo territorial de base autonómica. Su papel fue decisivo, hasta el punto de convertirse en «muro de contención, en escudo protector de la Transición» (18) , ayudando así a cruzar, sin sobresaltos, «desde la orilla del autoritarismo hasta la ribera de la democracia y de la libertad» (19) .

El Rey supo integrar a todas las fuerzas políticas en una actuación adelantada a la tarea de arbitraje y de moderación que vendría a asignarle, tiempo después, la Constitución de 1978. Hasta la celebración de las primeras elecciones, el 15 de junio de 1977, Don Juan Carlos fue la única institución que, «fundando su legitimidad originaria en la dictadura que se quería superar, disponía de la autoridad política y de los medios legales necesarios para abrir un proceso de cambio susceptible de posibilitar el establecimiento de una nueva legitimidad» (20) .

Leopoldo Calvo-Sotelo, ex Presidente del Gobierno, afirmaba al recordar la Transición política española que «en el principio era el Rey» (21) , y parafraseando a San Juan -«en el principio era la palabra»- sostenía que, desaparecido el régimen franquista, allí estaba la Corona, «instalada por Franco -ciertamente- y garantía de una continuidad que no fuera continuación, también» (22) .

Don Juan Carlos había recibido todos los poderes tras la muerte del General Franco. Pudo ejercerlos, una vez proclamado Rey, pero nunca lo hizo. Se comportó como «un Rey limitado por una Constitución, antes de la Constitución misma, y tuvo desde el primer momento respeto exquisito de las decisiones presidenciales» (23) . Tan sólo cabe apuntar -tiempo después- una excepción a esta conducta: la derivada del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, jornada en la que el Rey, con su actuación, dio cumplimiento al compromiso de «guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes» que establece la Carta Magna, en su art. 61.1. Su ejercicio lo ha convertido, en opinión de muchos, en «el más antiguo y el mejor de los políticos españoles» (24) .

Desde su proclamación, el 22 noviembre de 1975, Don Juan Carlos ha personalizado el principio de que «el Rey reina, pero no gobierna», actitud de la que únicamente se apartó el 23 de febrero de 1981 para defender la democracia y la libertad en ausencia de un Gobierno que pudiera hacerlo por sí mismo.

En este sentido, Jiménez de Parga considera que la expresión «el Rey reina, pero no gobierna» hizo fortuna, hasta tal punto que los republicanos aceptaron a un Rey en la Jefatura del Estado, al modo -bien es cierto- de una «figura decorativa, al que se le negaba la intervención en los asuntos que efectivamente interesaban a los ciudadanos» (25) . Propone así este autor una expresión alternativa de significado y alcance bien distintos: «el Rey no gobierna, pero reina» (26) ; y destaca la escasa valoración que se confiere a «lo que es o puede ser reinar», función que Jiménez de Parga califica de «importantísima», y que otorga al Rey unas atribuciones que, «en ciertos momentos, pueden ser tan decisivas para la marcha de una Nación como el ejercicio de las potestades de gobierno, en sentido estricto» (27) .

Recordando que, junto a la función simbólica y de representación, la Constitución encomienda al Monarca el arbitraje y el funcionamiento regular de las instituciones, afirma este autor que, consideraciones teóricas a un lado, la práctica española muestra cómo «el arbitraje del Rey salvó la democracia» el 23 de febrero de 1981, y que «gracias al arbitraje de Don Juan Carlos, las instituciones han caminado a un paso aceptable, recibiendo del impulso regio los estímulos necesarios para no detenerse y seguir adelante» (28) .

II.  EL PODER DE COMUNICACIÓN DEL REY

El grado de complejidad que caracteriza a una institución jurídica como la Corona explica la frustración de cuantos intentos de racionalización se han llevado a cabo. Todos y cada uno de esos propósitos de interpretación en el marco de un Estado democrático liberal concluyen, de igual modo, en el «reconocimiento del carácter tradicional de la institución» (29) .

Por esta razón, cualquier acercamiento dogmático a la capacidad de expresión del Rey necesita tomar en consideración las diversas posiciones que sobre la Monarquía parlamentaria presenta la doctrina española, de la misma manera que resulta obligada una aproximación al Derecho comparado que nos revele los distintos enfoques que otros ordenamientos jurídicos de nuestro entorno normativo -cuando no la costumbre- ofrecen a este respecto. Y así encontramos reconocimientos más o menos generosos del derecho de mensaje en la Constitución de los Estados Unidos de América -ejemplo de sistema presidencialista- y en repúblicas parlamentarias como Alemania, Francia o Italia.

1.  El derecho de mensaje en el Derecho comparado

1.1.  Constitución de los Estados Unidos de América de 1787

La Constitución americana (30)  establece en su art. 2, sección III, que «el Presidente informará periódicamente al Congreso sobre el estado de la Unión y recomendará aquellas medidas que estime necesarias y convenientes» (31) .

De este precepto se deriva, en principio, no tanto una atribución como un deber de comparecencia. Sin embargo, la práctica muestra un manifiesto «poder de recomendación o derecho de mensaje» (32) , del que el Presidente hace un vasto uso, no sólo verbalizando los preceptivos mensajes sobre el estado de la Unión y de Presupuestos, sino, al tiempo, presentando a la Cámara verdaderos Proyectos, con independencia de que sea un miembro del Congreso quien haga propia la propuesta del Jefe del Estado y la convierta en Proposición de Ley. De esta tradición se deduce una indiscutible traslación de la iniciativa legislativa hacia la figura del Presidente (33) . Tenorio y Gonzalo destacan en qué medida el deber de informar del Presidente se ha transformado en un evidente derecho de mensaje que troca al Jefe del Estado en «impulsor de la actividad legislativa (Legislative Leader o chief legislador)» (34) . Estos autores justifican el incremento de uso del discurso presidencial en el protagonismo adquirido por el Poder ejecutivo (35) , a lo que ha contribuido el papel de liderazgo internacional de los Estados Unidos en las últimas décadas. Al tiempo estiman que «los periódicos, la radio, la televisión, y sobre todo, las conferencias de prensa del Presidente -inventadas por Roosevelt y abolidas durante la llamada "Presidencia Imperial" de Nixon- desarrollan, de hecho, una función de control no codificada del cesarismo» (36) .

1.2.  Constitución francesa de 1958

Los períodos monárquicos correspondientes a la Constitución de 1791 y a la Carta de 1814 registran en Francia el uso de un tipo de mensaje regio análogo al discurso de la Corona de Inglaterra (37) .

En las etapas republicanas, el empleo del derecho de mensaje se revela en directa proporción a la personalidad política del Presidente. Destacan los mandatos de Louis Napoleón Bonaparte; Louis Adolphe Thiers [Presidente provisional de la III República (1871-1873)]; Patrice de Mac-Mahon [primer Presidente oficial de la III República (1873-1879] y Charles de Gaulle, en sus dos etapas: primero como Presidente del Gobierno provisional (1944-1946), y más adelante como Presidente de la IV República, entre 1959 y 1969.

La V República reforzó los poderes de la Presidencia con la aprobación de la vigente Constitución de 4 de octubre 1958. En lo que al derecho de expresión se refiere, el nuevo texto constitucional refuerza en su art. 16 el mensaje al Parlamento y crea la figura del mensaje a la Nación. Contempla asimismo que, en situaciones excepcionales, el Presidente informe a la Nación de las medidas que corresponda adoptar «por medio de un mensaje» (38) . Este artículo viene a concretar el derecho de expresión del Presidente en tres manifestaciones posibles: el mensaje a la Nación en sentido estricto, reservado a contingencias especiales que puedan sobrevenir; la alocución radiotelevisada, que permite al Jefe del Estado mantener el contacto con los ciudadanos a través de los medios de comunicación; y, en tercer lugar, la conferencia de prensa, modalidad que, alejada de la solemnidad propia de otras formas de comunicación, ofrece al Presidente la oportunidad de explicar con detenimiento los asuntos de Estado en respuesta a las preguntas que puedan formular los periodistas (39) .

Finalmente, el art. 18 de la Constitución contempla la comunicación del Presidente con las dos Cámaras parlamentarias a través de mensajes que hará leer, sin que tal circunstancia dé opción a debate posterior alguno (40) .

Asunto destacable de este marco normativo es la dispensa de refrendo que el art. 19 formula en relación con los mensajes presidenciales (41) . González-Trevijano señala la existencia de un cierto «poder autónomo» (42) , tras la proclamación de la V República. En evidente contraste con los tiempos del General De Gaulle, en que «la contrafirma tácita o material se satisfacía con la presencia de un ministro» (43) , este autor destaca en la práctica actual la aparición del Jefe del Estado ante la opinión pública de una manera completamente libre. Apunta así una «praxis praeter o contra Constitutionem, de acuerdo con la cual, el Presidente se expresa sin mediación alguna ante la Nación» (44) . De este modo, las conferencias de prensa del Presidente se han convertido en una auténtica tradición de la V República, desconocida en experiencias precedentes; si bien, la mayor singularidad recae en la exención de refrendo de los mensajes presidenciales, de acuerdo con el mencionado art. 19 de la Constitución gala.

1.3.  Ley Fundamental de la República Federal de Alemania de 1949

A falta de precisiones constitucionales al respecto, se hace necesario acudir a la doctrina, donde se observan dos interpretaciones diversas: de un lado, quienes preconizan un derecho de comunicación del Presidente sólo condicionado por la lealtad constitucional (verfassungsorgantreue); y de otro lado, en posición mayoritaria, el grupo de autores partidarios de un inexcusable refrendo ministerial (45) .

Sostienen los primeros la existencia de un poder de exteriorización (46)  -teoría que comporta una interpretación flexible del menester del refrendo-, si bien, su ejercicio no puede interferir la competencia de otros órganos constitucionales. El mencionado principio de lealtad constitucional entre los distintos órganos del Estado no permite al Presidente emprender actuaciones que puedan entorpecer o condicionar la política gubernamental (tampoco por omisión, obviamente).

De otro lado, la corriente dominante preconiza la obligación general del refrendo por parte «del Canciller Federal o de los ministros federales competentes» (47)  -de acuerdo con el art. 58 de la Ley Fundamental- y, en su caso, el consentimiento sucesivo de cada una de las actuaciones del Presidente por parte del Ejecutivo, incluidas aquellas que puedan considerarse actos por omisión.

1.4.  Constitución de la República italiana de 1947

La Constitución italiana de 22 de diciembre de 1947 faculta al Presidente de la República para «enviar mensajes a las Cámaras» (48)  (art. 87) y, en particular, para devolver las leyes al Parlamento, mediante un mensaje motivado, que obliga a una nueva deliberación (art. 74) (49) .

Los mensajes, como cualquier otro acto del Presidente, requieren de su correspondiente refrendo (art. 89) a efectos de validez y eficacia. No obstante, se aprecia una realidad bien distinta, especialmente, en el caso del discurso que el Presidente electo pronuncia ante las Cámaras tras su juramento como Jefe del Estado. A este supuesto, exento de refrendo, la doctrina más proclive al reconocimiento de poderes implícitos, suma una serie de eventualidades: entre ellas, el envío de mensajes al Consejo Superior de la Magistratura, al Ejército o a las Cámaras, favoreciendo -en este caso- una determinada iniciativa legislativa. A estos mensajes, añade este sector de la doctrina, el llamado potere di esternazione que, traducido como poder de exteriorización, ofrece cobertura a cuantas modalidades surjan de transmisión de la opinión del Jefe del Estado. Y así: «mensajes a la Nación, discursos públicos, cartas oficiales, entrevistas, ruedas de prensa, alocuciones o cualquier otra forma de manifestación del propio pensamiento» (50) .

Frente a esta posición, otros autores consideran que el uso del potere di esternazione puede generar efectos desestabilizadores, y califican de inconstitucional, en todo caso, su ejercicio sin refrendo (51) .

1.5.  Reino Unido: el paradigma británico

El discurso de la Corona, que inaugura la Legislatura en el Reino Unido, siendo el más importante de cuantos pronuncia el titular de la Corona, no hace sino verbalizar el criterio político del Gobierno, pese a los formalismos propios de la representación institucional. En modo alguno aparecen reflejados el juicio, la opinión o las reflexiones del titular de la Corona. Este criterio se repite en los discursos que le corresponda pronunciar en el exterior.

A la vista de estas circunstancias, difícilmente puede defenderse la existencia de un derecho de mensaje en Reino Unido. La Reina de Inglaterra, lejos de adoptar una postura neutral o apartidista con el refrendo del Gobierno, simple y llanamente, asume el criterio político del Ejecutivo.

Tenorio y Gonzalo califican de «dramático» el momento en el que el Rey fuera privado de «la mismísima libertad de expresión» (52) , y consideran el sistema inglés como el modelo de parlamentarismo que «nos orienta sobre cómo la Monarquía sobrevive a la democracia» (53) .

Estos autores destacan la escasa atención que la doctrina británica ha prestado al derecho de mensaje como facultad regia. Y así señalan, por llamativa, la ausencia de menciones en la obra de Sir Ivor Jennings (54) , al hacerse eco de las funciones clásicas del Rey establecidas por Bagehot (55)  (estimular, aconsejar y ser consultado) (56) . La Reina no tiene, en resumen, otro criterio que el del Ejecutivo.

2.  El deber del refrendo

Una comprensión cabal de la Monarquía parlamentaria y de la propia Constitución de 1978 requiere el entendimiento previo de que estamos ante una «forma política en la que el Monarca no tiene poderes jurídicos de libre ejercicio (salvo los señalados en el art. 65 CE), sino competencias de ejercicio obligatorio» (57) . Y esa merma de poder se compensa con su influencia política a través de las funciones clásicas de animar, advertir y ser consultado. También con las capacidades que despliega la Corona, como institución de carácter simbólico y representativo. Estamos, en definitiva, ante una institución con menor poder que la Jefatura del Estado en una República, si bien es el órgano con «mayor peso y significación como Jefatura del Estado en una Monarquía» (58) .

La Constitución de 1978 plantea el instituto del refrendo como la necesidad de que, en todos los actos de Estado en que intervenga el Rey, conste, junto a la firma del Monarca, la contrafirma de una persona responsable. Y así, el refrendo estriba, justamente, en la firma que acompaña a la del Jefe del Estado en cuantos actos resulte necesaria su participación. Es más, la persona a quien corresponda plasmar la contrafirma mencionada, no sólo se convierte en responsable del acto que avala, sino que, por ello, se obliga a vigilar su ejecución. Caracterizada la Monarquía parlamentaria por la irresponsabilidad política del Jefe del Estado, se precisa que el Presidente del Gobierno y sus Ministros -responsables ante el Parlamento- se endosen la responsabilidad de los actos del Monarca.

Por otra parte, el instituto del refrendo requiere que el Rey sea informado continua y convenientemente, circunstancia que precisa su participación en los actos propios del resto de poderes del Estado. Este concepto actual del refrendo es diferente, bien es cierto, del que definían los principios del constitucionalismo.

2.1.  Génesis de la institución

El refrendo nació en Francia, cuando la Monarquía absoluta cedió a favor de un modelo limitado o constitucional. Su origen es rigurosamente monárquico y su empleo en los regímenes republicanos responde a un propósito distinto. Obviamente, el refrendo no existía en los tiempos de la Monarquía absoluta. Ajeno el Rey a cualquier limitación de funciones imaginable, y residiendo en él la soberanía, la irresponsabilidad del Monarca era absoluta.

En 1789, la Revolución francesa -y el principio de separación de poderes que de ella se deriva- supuso una bien diferente distribución de funciones en todos los órganos del Estado, consistente en confiar la titularidad de cada una de esas tareas a un órgano distinto. Así, la competencia del Monarca -hasta entonces, legibus solutus- quedó limitada al Poder ejecutivo, campo en el que ejercía su función, nombrando y cesando a sus Ministros, según su criterio.

En esta fase limitada o constitucional de la Monarquía, el Rey mantuvo su condición sagrada, y con ella, la característica de la inviolabilidad. Por este motivo se construyó doctrinalmente la ficción de la irresponsabilidad, de forma tal que los Ministros, al estampar su firma junto a la del Rey, asumían la responsabilidad de los actos del Monarca. El instituto del refrendo encuentra su génesis en la Constitución francesa de 1791 (59) , que mantiene incólume el Poder ejecutivo del Rey, pero es otro ya quien responde de sus actos: el sujeto que lo refrenda (60) .

Así ha ocurrido históricamente en la tradición española, en todas y cada una de las Constituciones monárquicas (61) , en las que el refrendo tenía como objetivo «mantener a la persona del Rey, que era inviolable y sagrada, exenta de toda responsabilidad, tanto si era él exclusivamente el autor de la decisión como si se trataba de una decisión compartida con el Gobierno, el cual era, a través del Ministro refrendante, el único responsable jurídica y políticamente» (62) .

En el último tramo de la Monarquía constitucional, el refrendo se concebía en España como un acto complejo en el que se conciliaban dos voluntades: la del Rey y la del refrendante. Esta forma de entender el refrendo se adopta también en la Constitución de la II República, que dio origen a un régimen semipresidencialista, en el que el Poder ejecutivo era compartido por el Presidente de la República y por el Gobierno de la Nación. No en vano, el art. 84 consideraba «nulos y sin fuerza alguna de obligar, los actos y mandatos del Presidente» que no estuvieran avalados por un Ministro. Al mismo tiempo, disponía este precepto que los Ministros refrendantes asumirían la «plena responsabilidad política y civil» de los actos o mandatos del Presidente de la República, participando de «la criminal que de ellos pueda derivarse».

A la luz de este artículo puede concluirse que la interpretación que la Constitución de 1931 hacía del refrendo se asemejaba al que operó en la Monarquía constitucional en su último período. Y así, concurrían expresas la voluntad del Presidente de la República y la del sujeto refrendante: el Ministro competente. Otra cosa es la justificación que pueda buscarse a la aplicación del refrendo en los regímenes republicanos, práctica que De Esteban llega a calificar de «aberración» (63) . Ciertamente, la necesidad de validar los actos del Rey encuentra explicación en su irresponsabilidad; mientras que, en el modelo republicano, y pese al obligado refrendo de los actos presidenciales, el Jefe del Estado es «política y criminalmente responsable» (64) . Este autor atribuye este «error constitucional» (65)  a la naturaleza híbrida de la II República, que no fue plenamente presidencialista, ni tampoco exactamente parlamentaria, circunstancia de la que derivaría este uso singular del refrendo (66) .

2.2.  El refrendo en la Constitución española de 1978

El refrendo operaba en la Monarquía constitucional como una doble garantía, limitando el poder del Monarca, al tiempo que conservando -como legado del Antiguo Régimen- el privilegio de la irresponsabilidad. En el caso de la Monarquía parlamentaria, la irresponsabilidad del Rey se justifica en el hecho de situar en la cúspide del Estado a una persona que, al tiempo que lo representa, se comporta como «símbolo de su unidad y permanencia», siendo así necesariamente irresponsable (también porque en la Monarquía parlamentaria el Gobierno es responsable ante el Parlamento). Y así, los actos del Rey -todos ellos refrendados- trasladan su responsabilidad al sujeto refrendante, que habrá de responder ante las Cámaras.

Siendo éste el sentido dado por la Constitución de 1978, no cabe entender el refrendo como un acto complejo que precisa del concurso de la voluntad del Rey y la del refrendante -habitualmente un Ministro-, sino, bien al contrario, cabe deducir que en los actos del Rey no se observa sino una única voluntad: «en la mayor parte de los casos, la del refrendante; en algunos, exclusivamente, la del refrendado» (67) . De Esteban considera el refrendo, en cualquier caso, como un acto debido, tanto para al refrendante como para el refrendado. Refrendo sin el cual, no son válidos los actos del Jefe del Estado. Habida cuenta de que, en la mayoría de los supuestos, los actos del Rey no responden a su voluntad -ni de forma unilateral, ni de forma compartida con el sujeto refrendante-, este autor concluye que la razón del mantenimiento de su firma se corresponde con su condición de símbolo de la unidad y permanencia del Estado, así como en la necesidad de que el Poder moderador participe simbólicamente en los actos relevantes del Estado junto a los otros poderes.

En esta misma línea se sitúan autores como Álvarez Conde (68)  o Aragón Reyes, para quien los actos del Rey son, en relación con la potestad legislativa de las Cortes Generales, actos debidos, circunstancia que no vacía de contenido, en absoluto, la figura del Monarca. No en vano, afirma Aragón, «respecto de otras funciones del Estado, el Rey tiene mayor capacidad de actuación» (69)  (en clara alusión a la potestad de proponer el candidato a formar Gobierno), a lo que han de sumarse la trascendencia de la función política que de su auctoritas se desprende y la capacidad de integración social y política que despliega la Corona. También porque «sin la firma del Rey, no hay ley, ni decreto, ni tratado» (70) , y su intervención sobre las leyes aprobadas por el Parlamento es indefectible. El hecho de que el Rey esté obligado a firmar no es sino un presupuesto básico de la Monarquía parlamentaria, democrática por cuanto la Constitución de 1978 (art. 66) estipula que el Poder legislativo corresponde a las Cortes Generales (71) .

2.3.  Objeto de refrendo

La práctica totalidad de las Constituciones vigentes muestran, como principio general, la sujeción a refrendo de los actos del Jefe del Estado, independientemente de la persona o personas a quienes haya de atribuirse la iniciativa. Los actuales textos monárquicos no contemplan sino ligeros recuerdos de lo que representó el poder de los Reyes en las Monarquías limitadas, que permitían al Soberano el ejercicio de ciertos poderes sin obligación alguna de refrendo. El paso del tiempo revela una limitación progresiva e irreversible de las potestades regias, materializada por medio del instituto del refrendo.

Ejemplo de la desaparición de estos privilegios es la Constitución de 1978, que consagra una Monarquía parlamentaria en que sólo constan ajenos al refrendo actos puntuales del ámbito privado. Y aun así, «incluso de éstos se suscitan dudas sobre la conveniencia política» (72) . Lo cierto es que la Constitución proclama la irresponsabilidad del Rey (art. 56.3), señalando después que «sus actos estarán siempre refrendados en la forma establecida en el art. 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el art. 65.2». De este precepto puede inferirse que todos y cada uno de los actos del Rey en su calidad de Jefe del Estado serán objeto de refrendo (73) , y que a este aserto general sólo cabe la excepción referida a sus actos privados y «personalísimos», incluso aunque tengan relevancia constitucional, como son su consentimiento matrimonial o la designación testamentaria del tutor del Rey menor de edad. También resulta ajena al refrendo la administración de los fondos consagrados en los Presupuestos Generales del Estado (art. 65.1), si bien es cierto que es el Jefe de la Casa Real -y no el Rey- quien lleva a cabo esta tarea (74) . Y el art. 65 prosigue -apartado 2- estableciendo la libertad con que «el Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa». La competencia real está así exenta de refrendo (art. 56.3 in fine). De Esteban explica esta excepción a través de las normas constitucionales inconstitucionales (75)  de la doctrina alemana: preceptos que, incluidos en la Constitución -ciertamente-, contradicen tanto el espíritu de la Norma como alguno de sus artículos. De esta forma, si todos los actos del Rey, en su función de Jefe del Estado, deben ser refrendados como consecuencia de su irresponsabilidad, la designación de los miembros de su Casa habría de quedar cubierta igualmente por el instituto del refrendo, evitando así los riesgos derivados de una desatinada elección.

Al margen de la discusión doctrinal -y, tal vez, en evitación de ella-, desde 1993, los relevos del personal de la Casa se practican a través de la figura del Real Decreto, quedando así la voluntad del Rey refrendada por el Presidente del Gobierno (76) .

2.4.  Posturas de la doctrina

La especificación expresa de actos sujetos a refrendo no es práctica habitual en las Constituciones actuales, y la excepción a este marco general que aporta la Norma fundamental portuguesa, de 25 de abril de 1976, no permite una extrapolación rigurosa por tratarse de una Constitución republicana. Resulta así inevitable recurrir a la doctrina donde, ciertamente, encontramos distintas ordenaciones de actos sujetos a refrendo.

Destaca la clasificación elaborada por López Guerra, autor que, dentro de los actos que necesitan refrendo, desglosa: de un lado, aquellos cuyo contenido no viene determinado por la voluntad del sujeto refrendante -a quien, consiguientemente, «no se [le] pueden imputar moralmente» (77) -; y de otro, aquellos en que el refrendo expresa la voluntad concurrente del refrendante respecto del contenido del acto. Por su parte, Martínez Sospedra distingue, de un lado, el refrendo que comporta una traslación de responsabilidad al Gobierno en la persona del sujeto refrendante; y de otro, aquel que se limita a corroborar la conformidad constitucional del acto regio, además de comprobar su autenticidad (78) . En esta línea doctrinal, Sánchez Agesta se plantea la existencia de un refrendo «de certificación o ritual, junto al tradicional refrendo de responsabilidad» (79) . Fernández-Fontecha y Pérez de Armiñán, por su lado, presentan el refrendo en relación con «la existencia o no de poderes implícitos, de prerrogativa, de poderes de reserva, o de reserva de poderes en la persona del Jefe del Estado» (80) . De otra parte, Torres del Moral califica estos poderes de inimaginables en una Monarquía parlamentaria con competencias tasadas, como es la española. Otra cosa es -dice este autor- que «la autoridad e influencia de la institución pueda ser muy útil a la hora de resolver situaciones políticas delicadas» (81) . Finalmente, Aparicio, negando la posibilidad de poder de reserva alguno en un sistema parlamentario, afirma que las «situaciones de anormalidad constitucional están contempladas y previstas en la propia Constitución, y el ignorar sus disposiciones al respecto acarrearía la vulneración del sistema constitucional mismo» (82) .

2.5.  Actos sujetos a refrendo

Con el paso del tiempo, la actuación de la Monarquía se ha visto abocada a la «limitación formal y material de otro órgano a través de la contrafirma de éste» (83) . García Canales explica cómo los actos exceptuados de refrendo, propios del movimiento constitucional, se han ido negando progresivamente hasta la aparición del parlamentarismo, tesitura en que tales dispensas han desaparecido casi por completo en las Monarquías, y resultan escasas y puntuales en las formas republicanas. Por regla general, los textos constitucionales establecen una premisa universal de refrendo para, a continuación, señalar un exiguo listado de excepciones. Por esta razón, la casuística desborda con frecuencia las previsiones constitucionales, realidad que obliga a acudir, para su resolución, a aquellos «principios generales con arreglo a los cuales se ha estructurado cada régimen político» (84) .

En resumen, actos sujetos a refrendo serían el nombramiento del Gobierno y de los altos cargos del Estado, la convocatoria y disolución del Legislativo, la sanción de las leyes, el mando del Ejército y el derecho de gracia, así como los mensajes y manifestaciones públicas del Jefe del Estado. Respecto del Poder ejecutivo, destacan: la expedición de decretos, el nombramiento y separación de los altos cargos y funcionarios de la Administración Pública, así como de los miembros del Ejecutivo, el mando supremo de las Fuerzas Armadas y la dirección de la política exterior del Estado (85) . Y en cuanto al Poder parlamentario, los actos del Jefe del Estado pueden plantear problemas en ámbitos como la iniciativa legislativa, la promulgación, sanción y publicación de las leyes; la convocatoria, suspensión y disolución de las Cámaras; o la remisión de mensajes al Parlamento, entre otros (86) .

Dentro de la doctrina española, más allá de los mensajes al Parlamento, García Canales distingue entre actos con proyección jurídica y actos sin ella; y de ahí, entre mensajes con relevancia jurídica y mensajes sin trascendencia jurídica (87) :

1) Actos solemnes no normativos con trascendencia jurídica. Los actos del Jefe del Estado se caracterizan por su solemnidad y trascendencia normativa, en tanto constituyen habitual fuente de Derecho. En ocasiones, no obstante, su actividad se ciñe al ámbito político; actuando, bien como canal de comunicación de los restantes órganos del Estado, bien como promotor de la actividad de éstos.

A diferencia de los mensajes dirigidos a la Nación o al Parlamento, no pueden calificarse de solemnes las declaraciones de opinión que pueda realizar el Jefe de Estado a un medio de comunicación, independientemente de la repercusión política que puedan suscitar tales manifestaciones. En ese grupo de actos sin consecuencias jurídicas se encuentran las resoluciones no normativas que implican una toma de posición motivada; las comunicaciones escritas con otros órganos del Estado; las comunicaciones que, como Jefe de Estado, con carácter personal y oficial a un tiempo, mantiene con otras personalidades de dentro o fuera del país; y, finalmente, los mensajes.

García Canales advierte aquí del tratamiento singular que distingue a los regímenes presidencialistas de los regímenes parlamentarios, de forma que:


	
A) En los regímenes presidencialistas, el refrendo tiene una función meramente autentificadora y certificante, por cuanto corresponde al Jefe del Estado un desempeño cierto de las tareas de Gobierno. Y así, los mensajes del Presidente a las Cámaras suelen ser «expresión de la programación legislativa que, en el caso de ser transmitidos por los medios de comunicación, obtendrán un seguimiento proporcional al carisma particular del Presidente en cuestión» (88) . Ciertamente, las intervenciones o comparecencias de un Presidente en un medio de comunicación no alcanzan «el carisma y la apariencia cuasi religiosa que suelen revestir la de un Monarca o, en menor medida, un Presidente parlamentario, que permanecen alejados y árbitros de la lucha política» (89) . 

	
B) En los regímenes parlamentarios, las actuaciones públicas del Jefe del Estado se caracterizan por su mayor formalidad y menor frecuencia. Sus actos responden a las pautas marcadas por la Constitución (caso del acto solemne de apertura de las Cámaras parlamentarias, de los discursos de la Corona, del derecho de veto legislativo, de las renuncias o las abdicaciones), y también, con el transcurso del tiempo, a la costumbre (discurso anual a la Nación en solemnidades y conmemoraciones nacionales, salutación a otros Jefes de Estado extranjeros, audiencias, recepciones, visitas, etc.). En definitiva, en los regímenes parlamentarios, los mensajes responden a un planteamiento más arbitral y de coordinación entre las instituciones del Estado. Y así, los mensajes a las Cámaras -singularmente formalistas y solemnes- son verbalizados por el Monarca en el contexto propio del programa de Gobierno, mientras que, en el resto de supuestos es un Ministro del Gobierno quien procede: en el caso de los vetos legislativos, la disolución de las Cámaras, renuncias y abdicaciones, entre otros, la lectura corresponde a un Ministro, de tal forma que el contenido del documento, previamente refrendado, recibe un segundo respaldo ministerial. De este modo, el Gobierno se erige en el cauce ordinario de relación entre el Jefe del Estado y la Cámara parlamentaria. 

En un régimen parlamentario -recuerda García Canales-, el refrendo expresa formalmente una «necesaria colaboración y limitación material recíproca de voluntades del Jefe del Estado y del Gobierno, con tendencia al predominio efectivo de éste» (90) . La iniciativa surge -salvo excepción- del Ejecutivo, que espera del Jefe del Estado una actitud receptiva y colaboradora. Lo cierto es que una disposición diferente, que entrara en conflicto con el programa del Gobierno, obligaría al Ejecutivo a dimitir de su cargo y situaría al Jefe del Estado en una posición de manifiesta vulnerabilidad, necesitada de un respaldo urgente y vigoroso de las Cortes, y llegado el momento, del cuerpo electoral. Este autor pone de manifiesto la «creencia generalizada, o la convención constitucional [...] de entender que todo cuanto el Jefe del Estado dice en su condición de Primer Mandatario del país, o escribe en sus cartas, mensajes, telegramas, etc., es realizado, en principio, con la asistencia de persona responsable» (91) , asistencia que se materializa con la presencia física del Jefe del Gobierno o del Ministro competente. Y así resulta habitual la designación del denominado Ministro de jornada, encargado de acompañar al Rey o al Presidente de la República en sus actos públicos. Tedeschi afirma en este punto que «la colaboración ministerial se manifiesta por una asistencia personal o por una autorización expresa o tácita» (92) . En consecuencia, toda actuación del Jefe del Estado sobre la que no medie reproche alguno del Gobierno habrá de considerarse refrendada; y, como tal, sujeta a la responsabilidad del Ejecutivo, a quien se confía, además, la vigilancia de su cumplimiento. 

García Canales señala la violencia que se deriva de negar al Jefe del Estado su capacidad de expresión, su libertad para manifestar sus opiniones «cuando tiene constitucionalmente bajo su custodia tanto la Constitución como la vida próspera de su pueblo» (93) , y evoca la célebre interrogante formulada por un joven Alfonso XIII a su preceptor, Santamaría de Paredes (94) : «¿Y qué he de hacer cuando, en conciencia, la observancia de la Constitución se oponga a mis deberes para con España?» (95) . 

En este sentido, Tedeschi es partidario de un derecho de expresión de ejercicio limitado, y afirma que una hipotética confrontación con el Jefe del Gobierno impediría al Jefe del Estado, en tal medida, que lo reduciría a la categoría de simple «marco constitucional» (96) . Propone este autor una posición de equilibrio, un ejercicio restringido del derecho de expresión que permita «el juego del sistema parlamentario» (97) . 

Para terminar, siendo cierto que todos los actos del Jefe del Estado son nulos sin refrendo, también lo es que, cuando sobre las opiniones del Jefe del Estado no recae desaprobación alguna por parte del Ejecutivo, tales juicios adquieren la condición de criterio oficial del Gobierno. Otra cosa es la manifestación pública de hipotéticas diferencias de opinión entre la Jefatura del Estado y el Gobierno o el Parlamento, que, si bien Orbán considera no han de suponer necesariamente una «ruptura» (98) , conducen a la opinión pública inexorablemente a una toma de posición que debilitará al Ejecutivo y, sin duda, también, al Rey. 





2) Actos del Jefe del Estado sin trascendencia jurídica. Y entre ellos, los mensajes relacionados con el protocolo, con su presencia física en determinados actos o planteados como manifestaciones de opinión (99) .

Pese a su falta de reconocimiento expreso, los mensajes del Jefe del Estado encuentran amparo constitucional en la función arbitral que le encomienda el art. 56.1 de la Constitución. Se trataría así de actos interconstitucionales que facultan al Rey para «expresar su parecer en el ejercicio de sus funciones y disfrutar, en consecuencia, de un poder que la doctrina italiana califica de "exteriorización", consustancial, de otra parte, a todos los sujetos públicos» (100) . Sería el caso, por ejemplo, de los discursos que preceden el inicio de la Legislatura. González-Trevijano señala que la mayor parte de estos mensajes tendrán un carácter ceremonial o estarán relacionados con la representación exterior encomendada al Monarca de acuerdo con sus funciones simbólica y representativa. Destaca, no obstante, la existencia de discursos y mensajes «contestados» como, por ejemplo, el pronunciado en la sede de la OTAN, en Bruselas, el 26 de abril de 1996, ante el Consejo Atlántico.

2.6.  Actos ajenos al refrendo

Conocida la norma general de refrendo de los actos del Jefe del Estado, abordamos a continuación aquellas actuaciones que no precisan de ese aval inicialmente previsto, distinguiendo entre actos de significación jurídico-pública y jurídico-privada:

A) Actos de significación jurídico-pública. En el Derecho comparado llaman la atención hoy las Constituciones de Italia (1947), Alemania (1949) y Francia (1958). En el caso de la Constitución italiana, la doctrina excluye de refrendo, entre otros actos, «las comunicaciones, las declaraciones de voluntad, de juicio y de sentimiento del Presidente sin tener que recurrir a los mensajes formales del art. 87.2 de la Constitución, los mensajes celebrados en eventos de carácter ritual o solemne, pero, a diferencia de los relativos al art. 87.2, de reducida relevancia política y las comunicaciones remitidas por el Presidente a los Ministros, en lo que tienen de meras relaciones internas entre órganos del Estado» (101) . En la Constitución francesa de 1958, entre otros actos, escapa al refrendo del Presidente de la República (art. 19) «la remisión de mensajes a las Cámaras».

B) Actos de significación jurídico-privada. En la Monarquía parlamentaria no existen, en principio, otros actos eximidos de refrendo que los actos privados, criterio manifiestamente visible en las Constituciones monárquicas europeas -la Constitución de Bélgica de 1994, de Dinamarca de 1953, de Holanda de 1983, de Luxemburgo de 1868 y de Noruega de 1814-, sin otra excepción que la Constitución de Suecia, que no obliga al Rey a respaldar las resoluciones del Ejecutivo (102) .

En el caso español no existe más referencia normativa que el art. 65 de la Constitución, donde puede leerse que «1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su familia y Casa, y distribuye libremente la misma. 2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa». Al margen de las suspicacias que puedan plantearse en cuanto a su calificación de actos privados del Jefe del Estado, lo cierto es que el gobierno interno de la Casa es, en palabras de Díez-Picazo, «el último residuo que queda al Rey de las ilimitadas potestades de un Monarca absoluto» (103) .

2.7.  Sujetos refrendantes

La Constitución de 1978 señala en su art. 64.1 como sujetos refrendantes de los actos del Rey al Presidente del Gobierno, a los Ministros competentes y, en algunos supuestos concretos, al Presidente del Congreso. No admite la Constitución otros sujetos diferentes a los tres apuntados (104) .

Con carácter general, el refrendo corresponde al Presidente del Ejecutivo, encargado de validar las leyes, los reales decretos y los nombramientos de los altos cargos del Estado firmados por el Rey. Lo hará, además, en cuantas ocasiones puedan suscitarse dudas en relación con la persona en quien habría de recaer la competencia. Sujetos refrendantes son, asimismo, y de acuerdo con la Constitución, los «Ministros competentes», entendiendo por Ministro «competente» el titular del Departamento «a quien corresponda ratione materiae el asunto que exige el refrendo» (105) . De Esteban aclara que, si bien pueden ser varios los Ministros llamados a refrendar la actuación del Monarca, cuando el acto afecta a dos o más Departamentos, no procede, sin embargo, el refrendo de todo el Gobierno, como tampoco el de un miembro del Ejecutivo de rango inferior. Sirva de ejemplo el de un Secretario de Estado, pese a su consideración de pertenencia orgánica al Ejecutivo.

Por último, la Constitución encarga al Presidente del Congreso validar los actos del Rey en tres casos muy especiales: la propuesta de candidato a Presidente del Gobierno (art. 99.1); su nombramiento como Presidente del Ejecutivo (art. 99.3); así como la disolución de las Cortes y la convocatoria de elecciones (art. 99.5).

En 1982, el Presidente del Congreso refrendó el cese del Presidente del Gobierno, circunstancia que no ha vuelto a repetirse. Desde entonces, el Presidente saliente refrenda su propio cese. No obstante, y sentado el inexcusable requisito del refrendo de los actos del Rey, ha de preverse toda suerte de eventualidades que puedan derivarse del ejercicio de sus funciones y su correspondiente cobertura.

Los constitucionalistas han elaborado diferentes formulaciones que otorgan amparo constitucional a aquellas actuaciones del Rey que resultan ajenas al ámbito de aplicación de los refrendos expresos. Pérez Serrano afirma que todo acto del Jefe del Estado precisa de refrendo (106) , de tal forma que, «si el Monarca pronuncia un discurso, recibe a un embajador o deja de convocar unas elecciones, de todas esas acciones responde el Ministro, bien mediante su presencia en las ceremonias, bien por no haber formalizado su dimisión» (107) . En opinión de Barthélémy y Duez, las acciones del Jefe del Estado han de ser refrendadas, sin excepción. No sólo aquellas que se manifiestan de forma expresa y que gozan de valor jurídico, sino también aquellas de evidente trascendencia y repercusión, como son los mensajes y discursos, las manifestaciones de opinión, las cartas o el mando del Ejército (108) .

González-Trevijano señala, no obstante, la dificultad que ha supuesto asumir la universalidad del refrendo, y cita a Hauriou como paradigma de la postura mayoritaria en la literatura clásica francesa. Este autor considera oportuna la limitación del refrendo a los actos escritos y con valor jurídico, así como a los decretos, tratados y mensajes dirigidos a las Cámaras; pero exime de refrendo los discursos pronunciados en las ceremonias oficiales, extendiendo a estas manifestaciones la consideración que se atribuye al Ministerio Público: «La pluma es sierva, pero la palabra es libre» (109) .

2.8.  Tipos de refrendo

La doctrina ha propuesto varias taxonomías. Distinguen unas, entre refrendo expreso -el que se satisface mediante la firma- y refrendo supuesto -por el que el sujeto refrendante asume la actuación del Jefe del Estado al no presentar, como prueba de su disconformidad, su dimisión- (110) ; otras, entre refrendo escrito y no escrito (111) ; y, finalmente, la ordenación más frecuente, aquella que diferencia entre refrendos expresos, tácitos y presuntos, independientemente de que no siempre coincida la denominación (112) . Siendo estas clasificaciones las más habituales, una parte de la literatura española ha formulado clasificaciones diversas sobre las modalidades de refrendo reseñadas (113) .

Fernández-Fontecha y Pérez de Armiñán acuñan una formulación bajo la premisa de que «la declaración expresa no se limita a la expresión oral o escrita, sino también a los signos o acciones positivas u omisiones, cuando estas últimas contribuyan a la aclaración de una cierta intención de voluntad, concretamente la de explicitar un acto volitivo específico» (114) . Y así, el refrendo expreso incluiría el refrendo escrito, pero también toda actuación que manifieste una «voluntad de forma patente, inequívoca e indubitada» (115) . De este modo, bajo la denominación de refrendo expreso se incluirían aquellos que la doctrina denomina refrendos implícitos. Por el contrario, las declaraciones tácitas serían, en sentido estricto, aquellas en las que se ejecutan actos que, sin tener por objetivo directo exteriorizar una voluntad, permiten presumir ésta de una forma fundada. En este contexto, un segundo grupo de refrendos englobaría a los llamados tácitos-presuntos, cuya característica no permite conocer con certeza si el sujeto refrendante ha brindado su respaldo a la intervención del Jefe del Estado.

Por su parte, De Esteban distingue entre refrendo expreso, tácito y presunto. Basado en la consideración del refrendo como un acto debido, no cabe, en principio, oposición alguna por parte de los sujetos intervinientes. De tal modo que, si uno de ellos rehusara la firma, faltando así a su compromiso, no restaría otra actuación subsiguiente que la dimisión del órgano refrendante (116) .

a) Refrendo expreso. Es el refrendo ordinario, el más común de los tres tipos apuntados. Se materializa por escrito, yuxtaponiendo a la firma del Monarca la contrafirma del sujeto refrendante. El Boletín Oficial del Estado es «su instrumento de expresión» (117) . El refrendo expreso es consecuencia de una voluntad única, y sólo en ocasiones puntuales se admite el concurso de una segunda voluntad que, «en ningún caso, posee un carácter determinante» (118) . Sirvan de ejemplo de esta modalidad de refrendo la sanción de una ley o la firma de un decreto.

Se distinguen, a partir de estas premisas, tres tipos de refrendo expreso, según sea la voluntad unilateral que da lugar al acto que exige la firma del Rey y la contrafirma del sujeto refrendante:

1) Refrendo derivado. A diferencia del refrendo característico de las Monarquías constitucionales, en este supuesto es el refrendante quien inicia el proceso. No estamos ante un acto de voluntad del Rey, sino ante el ánimo exclusivo del refrendante. De ahí su calificación de derivado, por cuanto el promotor del acto es precisamente quien lo refrenda. Es el caso, por ejemplo, de los reales decretos.

2) Refrendo traslaticio. Cuando el acto es voluntad de una tercera instancia, de forma tal que ninguno de los órganos actuantes -ni el refrendado ni el refrendante- intervienen en la confección y aprobación del acto (119) .

3) Refrendo originario. A diferencia de los anteriores, coincide totalmente con el refrendo característico de la Monarquía constitucional, en que la voluntad unilateral del Monarca decidía exclusivamente el acto. De este modo, el refrendante avalaba el acto regio asumiendo la responsabilidad de un acto del que no había participado. Tal refrendo originario -vestigio de los poderes propios de un Rey constitucional- se materializa «en el nombramiento de los cargos civiles y militares de la Casa del Rey, en algún supuesto de la propuesta a candidato del Presidente del Gobierno, en la prohibición de matrimonios regios y en la concesión de ciertos títulos y honores» (120) .

b) Refrendo tácito: los mensajes del Jefe del Estado. Siendo el Rey irresponsable en todos sus actos, se hace preceptiva la compañía de un miembro del Gobierno que responda por él, incluso en los actos no propiamente jurídicos. Y así, en virtud de la actividad que desempeñe, será un Ministro u otro quien acompañe al Monarca en sus actividades oficiales (121) .

González-Trevijano explica que esta modalidad de refrendo -también llamado simbólico, material o implícito- afecta a los actos que no son susceptibles de recibir, por su propia naturaleza, la debida contrafirma del sujeto refrendante. Se refiere este autor a la vida pública del Jefe del Estado, especialmente en su vertiente institucional, en actos tales como discursos, mensajes, alocuciones, audiencias, recepción de embajadores, viajes oficiales dentro del país o al extranjero, o en su actuación como Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas, entre otros. A estos efectos, es habitual la asistencia del llamado «Ministro de jornada» (122) , o del Ministro de Asuntos Exteriores, en sus viajes; la personación de este último en la presentación de credenciales de un Embajador o representante diplomático de un Estado extranjero; y del Ministro de Defensa, en las relaciones del Monarca con los mandos militares (123) . Aclaremos, no obstante, que la asistencia del Ministro no implica necesariamente su colaboración en la formación del acto regio, que es, en ocasiones, un acto propio de la voluntad exclusiva del Monarca. A tales efectos se citan como ejemplos el mensaje de Alfonso XIII en Córdoba el 23 de mayo de 1921, el discurso del Rey Don Juan Carlos en la Pascua militar en el mes de enero de 1981 o, en el ámbito del Derecho comparado, la no comparecencia del Rey Balduino I en el entierro del Rey Jorge VI (124) .

Llegados a este punto, nos detenemos en la expresión más notable de los refrendos tácitos, aquella destinada a dar cobertura a los mensajes del Jefe del Estado. De este asunto se ha ocupado especialmente la literatura francesa e italiana, aunque tales categorías no son por completo extrapolables a nuestro régimen constitucional.

En el caso italiano, la doctrina defiende la necesidad de matizar los dictados de la Ley con «el devenir político de los acontecimientos» (125) . Y así, conscientes siempre del principio general de refrendo de los actos del Presidente de la República (art. 89.1), no puede negarse su presencia continuada en los medios de comunicación a través de entrevistas y declaraciones, circunstancia que nos remite a la figura del refrendo tácito o material, llevado a término gracias a la asistencia de uno o más Ministros en los discursos presidenciales. González-Trevijano llama la atención, no obstante, sobre las comparecencias sistemáticas del Presidente en -o ante- los medios de comunicación, realizadas «sin que el Gabinete se halle presente, o sin que haya expresado, ni siquiera mínimamente, su parecer al respecto» (126) . Otra corriente de la doctrina exonera el refrendo de determinados actos del Jefe del Estado. Y así Bozzini califica de innecesario el refrendo de aquellos actos del Presidente que «son una pura y simple emanación del pensamiento, que no produce efectos jurídicos» (127) . En esa misma línea, Chimenti propone una serie de supuestos de exoneración de refrendo de algunos mensajes del Jefe del Estado. Y finalmente, De Carli exime de validación gubernamental los llamados mensajes de circunstancia, aquellos que «no inciden en ningún aspecto de la vida pública del país» (128) . En Francia, por su parte, la actividad del Jefe del Estado ha sido ampliada, y en Estados Unidos existe, como tal, un derecho de mensaje. De otro lado, Constituciones como la de Portugal de 1933 (art. 82) y la de Panamá de 1946 (art. 143) han apartado expresamente de la obligación del refrendo los mensajes del Jefe del Estado.

Por razones obvias, no cabe trasladar sin más al caso español las categorías elaboradas en otros sistemas de gobierno. Algunos autores, como Herrero de Miñón, han defendido la no sumisión a refrendo de los mensajes en determinadas circunstancias. De cualquier forma, aunque la aceptación de los refrendos tácitos es el criterio sustentado por la mayoría de la doctrina, no han faltado algunas voces que han negado su existencia. Son los casos, por ejemplo, de González Navarro en relación con el art. 8 de la Ley Orgánica del Estado de 1967 (129) , y de Freixes Sanjuán sobre la Constitución de 1978, al estimar que la naturaleza reglada de la Monarquía impide su reconocimiento (130) . Se entiende así que el refrendo moderno cristaliza en una expresión material, que no es otra que la firma del sujeto refrendante. Sin embargo, su admisión o no en nuestro Derecho requiere un examen más pormenorizado.

A tal efecto, hemos de resaltar la ausencia de regulación constitucional. Previsto el derecho de mensaje, en un primer momento, tanto en el Proyecto de la Unión de Centro Democrático (UCD) como en el Borrador de la Ponencia, su ordenación desapareció en el iter constituyente. Sin embargo, la práctica constitucional española revela una muestra diversa y abundante de mensajes, que cabe ordenar en tres grandes categorías: 1.ª) grandes discursos anuales del Jefe del Estado: Pascua militar, inauguración del Año Judicial y Pascua de Navidad; 2.ª) discursos pronunciados ante las Cortes Generales, desde el de sanción de la propia Constitución el 27 de diciembre de 1978; y 3.ª) discursos que se despliegan con ocasión de inauguraciones, ceremonias, viajes, visitas, etc. En cuanto a su contenido, en todos ellos ha sido costumbre la consulta -en grandes rasgos- con el Presidente del Gobierno (131) .

Frente a tales mensajes, la doctrina se ha expresado de diferente manera. Herrero de Miñón, entre otros, preconiza la existencia en nuestro ordenamiento jurídico de un derecho de mensaje regio (132) , admitido por los constituyentes y santificado por la práctica constitucional, en cuanto que «expresión solemne del criterio político del Jefe del Estado» (133) . Dicha opinión, que parte de su concepción de la existencia de poderes autónomos del Jefe del Estado como explicitación de una instancia arbitral, permitiría los mensajes sin refrendo. En este sentido, apuntarían el discurso pronunciado por el Rey el 4 de febrero de 1981, el mensaje de Apertura de la II Legislatura de España el 28 de octubre de 1982, así como otros en los que resultó materialmente imposible su refrendo: caso de los mensajes de 23 y 24 de febrero de 1981.

Frente a estos postulados, Tenorio Sánchez y Gonzalo González descartan la existencia de un poder arbitral que exima de refrendo los discursos y mensajes del Rey; concepción que parece más acorde con la definición que la Constitución de 1978 hace de la propia Jefatura del Estado y, en concreto, de los poderes y competencias del Rey (134) .

c) Refrendo presunto: los mensajes de Navidad. Por último, se consideran igualmente avalados mediante la modalidad del refrendo presunto aquellos actos a los que no alcanza el refrendo expreso o tácito. Tal es el caso de hipotéticas entrevistas que pueda conceder el Rey a los medios de comunicación, declaraciones que pueda efectuar o discursos que decida pronunciar. Los mensajes de Navidad, objeto específico de esta investigación, entran de pleno en este tercer supuesto. En los casos mencionados, el Gobierno extenderá su cobertura de forma presunta.

La falta de conocimiento o aprobación expresa de estos actos no exime de refrendo al Ejecutivo, que viene obligado a asumirlos y a responder de ellos. En un régimen de Monarquía parlamentaria, cualquier otra interpretación forzaría la dimisión del Presidente del Gobierno (135) . Cáceres Crosa acuña el término de refrendo tácito, que se sustancia en la no dimisión del Ministro. Su permanencia en el cargo lleva consigo su conformidad con el acto oral del Jefe del Estado, así como la asunción de la responsabilidad que de ello pueda derivarse.

Resulta obligado en este punto recordar que los mensajes emitidos por el Jefe del Estado los días 23 y 24 de febrero de 1981, ordenando la vuelta a la normalidad de las instituciones, en defensa del orden constitucional, se explican desde la virtualidad del refrendo presunto. De tal forma que las irregularidades formales remitieron tan pronto como cesó la situación de excepcionalidad derivada del secuestro de las instituciones a las que corresponde el refrendo de las acciones del Rey (136) .

Se hace obligado señalar, no obstante, el riesgo que acompaña a este tipo de formulaciones (137) . Siguiendo a González-Trevijano, hemos de distinguir entre: 1) entrevistas que el Rey pueda conceder sin conocimiento del Gobierno y versen sobre su ámbito más íntimo y familiar, y 2) entrevistas de las que dimana un cariz netamente político. Las primeras carecen de trasfondo político y no precisan de refrendo, dada su condición de actos personalísimos. Las segundas requieren, indubitadamente, un refrendo tácito o simultáneo, por cuanto «El Rey, en ningún caso, puede plantear al Gobierno hechos políticos consumados» (138) .

Torres del Moral deduce la existencia de esta modalidad de refrendo de la actuación del sujeto refrendante, o de su pasividad y abstención. Fernández-Fontecha y Pérez de Armiñán, por su parte, consideran inadmisible esta tesis, que reduciría la técnica del refrendo a una suerte de «silencio administrativo positivo» (139) . Una formulación semejante -afirman estos autores- daría al Monarca la oportunidad de actuar «únicamente apoyado en la indecisión, timidez o simplemente ignorancia de un Ministro o del Presidente del Gobierno» (140) , dejando al libre parecer del Rey la praxis del refrendo.

También García Canales advierte del peligro derivado de una concepción poco reflexiva de esta modalidad de refrendo, que lleve a la conclusión de que la permanencia en el cargo del Ministro competente es sinónimo necesario de aceptación de las acciones del Jefe del Estado. Contribuyen ciertamente a la reflexión las llamadas a la prudencia formuladas por Tedeschi y Orbán (141) , evocando la humillante posición del Ministro Juan de la Cierva, frente a la disertación en Córdoba, el 23 de mayo de 1921, del Rey Alfonso XIII (142) .

En resumen, el refrendo presunto se proyecta sobre aquellos actos del Rey a los que no alcanza el refrendo expreso, y tampoco el refrendo tácito. De este modo, el hecho de que el Ejecutivo ignore o no aplauda las entrevistas, las declaraciones, los discursos, y singularmente los mensajes de Navidad del Rey, en absoluto lo disculpan de cara a su validación, habida cuenta de la operatividad del refrendo presunto. Y así, excepto que sobrevenga -acto seguido- la puesta a disposición de su cargo, el Presidente del Gobierno hará suyos los actos del Rey, y responderá de ellos, en tanto que principio inexcusable en toda Monarquía parlamentaria.

Para finalizar, siguiendo a González-Trevijano, se aprecia «una presunción iuris tantum de refrendo de los actos del Jefe del Estado, tanto en los que éste participa activamente, como en aquellos de los que se abstiene; incluso cuando este instituto no sea constitucionalmente requerido de manera expresa, así como en aquellas actividades que no se han reglado por el ordenamiento jurídico» (143) . También pone de manifiesto este autor la excepcionalidad que, en la práctica política, resulta la dimisión del sujeto refrendante, singularidad que se explica al reparar en las repercusiones de una crisis semejante. Entre ellas, una posible abdicación, la inhabilitación -según algunos autores- o, tal vez, el cambio de la forma monárquica de gobierno, previa modificación de la Constitución. Ésta es la consideración de autores como Porras Ramírez (144) , en contra de la estimación de Fernández Campo, quien exime del requisito del refrendo determinados mensajes, singularmente los mensajes de Pascua militar y de Navidad. Argumenta este autor que los mensajes mencionados se someten, no obstante, «a un cambio previo de puntos de vista que matiza y condiciona las declaraciones totalmente independientes y personales» (145) .

III.  POSICIONES DOCTRINALES EN EL CASO ESPAÑOL

El art. 56.1 de la Constitución española proclama al Rey «Jefe del Estado», «símbolo de su unidad y permanencia», «representante» del Estado español en las relaciones internacionales -el más alto-, así como «árbitro» y «moderador». El contenido de este precepto ha dado lugar a interpretaciones diversas, derivadas de las dos posiciones dogmáticas conocidas en torno al concepto general de Monarquía.

1.  Teoría de los poderes implícitos

Los autores partidarios de los llamados poderes autónomos, indefinidos o implícitos consideran que el art. 56.1 encomienda al Monarca facultades que sobrepasan el ámbito competencial establecido en los arts. 62 y 63 de la Constitución, muy especialmente aquellas que establecen su condición de árbitro y moderador. Este sector de la doctrina -en el que destacan autores como Fernández-Fontecha, Herrero de Miñón, Pérez de Armiñán o Sánchez Agesta, entre otros (146) - no entienden los arts. 62 y 63 como una concreción del 56.1, sino tan sólo de su expresión última: «y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las Leyes». De esta consideración se deriva un notable margen de discrecionalidad, del que el Rey dispondría a la hora de proponer candidato a presidir el Ejecutivo (147) , en el supuesto de que el resultado electoral no apuntara de forma inequívoca a un líder determinado.

Se infiere también de este argumento general un «contenido efectivo en la posición del Rey como Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas» (148) , considerando en consecuencia que la estipulación «Corresponde al Rey: [...] El mando supremo de las Fuerzas Armadas» del art. 62.h) de la Constitución concede al Monarca un margen de efectividad e iniciativa que, en la práctica, constituye un mecanismo útil para el desempeño de sus funciones como Jefe del Estado. En opinión de autores como Lafuente Balle (149) , la dirección política de la Defensa es corresponsabilidad del Gobierno y del Rey. De este modo, la Jefatura Suprema del Ejército, siendo una función preferentemente simbólica, encontraría en ocasiones una dimensión práctica. Esta posición vendría a explicar la actuación del Rey en el golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, jornada en que Don Juan Carlos cursó distintas órdenes, invocando su condición de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas. Sobre estas instrucciones no existía oportunidad alguna de practicarse el refrendo, en tanto en cuanto las autoridades facultadas para validar su actuación se encontraban secuestradas. De este modo, la actuación del Rey ante la rebelión militar contribuyó a que la teoría de los poderes implícitos del Monarca, entonces sólo sostenida por sectores monárquicos, fuera «contemplada con simpatía o con cierto margen de duda por sectores antes decididamente hostiles a cualquier facultad regia no reconocida expresamente en la Constitución» (150) .

Lo cierto es que la falta de regulación constitucional, unida a la génesis de la Monarquía en España y los acontecimientos subsiguientes -de forma destacada, la Transición y el 23-F-, así como la práctica descrita, han dado lugar a que parte de la doctrina defienda la existencia de un derecho de mensaje. Es el caso de Herrero, quien justifica la certidumbre de tal derecho de «expresión solemne del criterio político del Jefe del Estado» (151)  en la admisión tácita que, en su opinión, habrían llevado a efecto los constituyentes, así como la obligación que de facto se predica, de la fuerza normativa de los hechos. En línea con los autores partidarios de los poderes autónomos, Herrero considera innecesario el refrendo de los mensajes regios, porque «el Rey no actúa como portavoz institucional de una opción de Gobierno, sino como una instancia supragubernamental, esto es, arbitral» (152) . Y apoya su idea del derecho de expresión como prolongación del arbitraje, poniendo como ejemplo supuestos concretos en los que, a su entender, el Rey habría pronunciado discursos sobre los cuales no cabría el refrendo tácito del Gobierno. Este autor recuerda que el instituto del refrendo puede comportar -en ocasiones remotas, pero posibles- el cese del Gobierno, e interpreta que tal circunstancia invita a calificar de impropio su uso por parte de un Gobierno en funciones. Apunta así, como ejemplo, el caso del discurso pronunciado por el Rey en Guernica (Vizcaya), el 4 de febrero de 1981, o del mensaje de inauguración de la II Legislatura constitucional, el 25 de noviembre de 1982.

Respecto de quienes afirman que el consentimiento de los Poderes públicos al contenido de estos mensajes -manifestado en la no dimisión- supone un refrendo tácito, López Guerra advierte de los problemas que plantea esta construcción, empezando por conocer con antelación la identidad del refrendante, y después -dando por bueno este punto de vista- considerando que «el refrendante potencial no tendría otra vía, para eximirse de responsabilidad, que desautorizar al Rey o dimitir de su cargo, con lo que para que no se le exigiese una responsabilidad política, consistente en la remoción de su cargo, habría de cesar en el mismo» (153) .

López Guerra argumenta así que los mensajes reales, que «efectivamente implican una orientación a los poderes del Estado [...], no están sujetos a un refrendo, o al menos a un refrendo expreso» (154) . Y concluye afirmando que, en toda circunstancia, «el contenido del mensaje sólo puede venir fijado por voluntad del Rey, y difícilmente podría encontrarse un responsable de esa voluntad entre los titulares de poderes públicos que lo ratificaran con su silencio» (155) .

Herrero sostiene, en este sentido, que el Rey, en determinados supuestos, habría pronunciado discursos sin refrendo, por mera imposibilidad física (156) . Sería el caso de la alocución radiotelevisada tras el golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, y del discurso dirigido a algunos líderes políticos el día posterior (157) . Y opina que, más allá de la opinión, los mensajes del Rey pueden contener una orden, en momentos puntuales.

2.  Partidarios del refrendo

Los autores favorables al refrendo consideran que las primeras calificaciones que el art. 56.1 de la Constitución hace sobre el Rey han de entenderse desplegadas de modo exhaustivo en los arts. 62 y 63. Los preceptos invocados por esta corriente (158)  -mayoritaria en la doctrina española- son tres, como recuerdan Tenorio y Gonzalo: primero, la calificación de «parlamentaria» que de la Monarquía española hace la propia Constitución, en su art. 1.3; segundo, el contenido del art. 56 en relación con los arts. 62 y 63; y tercero, la cualidad de inviolabilidad que el art. 56.3 establece sobre la persona del Rey, no sujeta a responsabilidad, y cuyos actos carecerán siempre de validez sin refrendo (159) .

En cuanto al referido golpe de Estado (23-F), esta posición explica la actuación del Rey por medio del refrendo tácito, al que habría procedido el Ejecutivo secuestrado, como también a través de la figura del refrendo sucesivo, que se habría llevado a cabo una vez puestos en libertad los miembros del Gobierno. Otros autores de esta misma corriente consideran que «el Rey hubo de escoger entre un cumplimiento de la Constitución en su letra o en su espíritu, optando por el cumplimiento de este último, no obstante un incumplimiento formal de la letra» (160) . Ésta es la consideración de Tenorio y Gonzalo, quienes, en sintonía con el aforismo inglés «hard case make bad law», recuerdan que «no debe ser empleado un caso límite para fijar una regla general» (161) .

En este sentido, algunos autores otorgan al Monarca «un fondo último e inconcreto de poder, que quizá actúa sólo en caso de gravísima crisis» (162) . Es el caso del senador Antonio Jiménez Blanco, del Grupo Parlamentario Unión de Centro Democrático (GPUCD), quien, en pleno proceso constituyente, defendió esta posición en la Cámara Alta, al margen de que, previamente, explicara que, «en esta forma política, la Corona y su titular en cada momento, el Rey, son elementos fundamentalmente simbólicos, desposeídos de atribuciones concretas para la conducción de la vida política del país» (163) .

En esta misma línea de reconocimiento de un poder dotado para acometer situaciones excepcionalmente críticas, se situaba Federico Trillo-Figueroa, en defensa de la «mediación del Rey entre las Fuerzas Armadas y el resto de las instituciones, cuando aquéllas entiendan que existen motivos de grave peligro para la Constitución» (164) , correspondiendo así al Jefe del Estado «una garantía última, de carácter no material o ejecutivo, sino tan sólo disuasiva» (165) .

Desde una posición antagónica no se contempla conciliación posible entre Monarquía parlamentaria y derecho de mensaje alguno, de tal forma que «los discursos del Rey [...] no constituyen ni función ni atribución regia independiente, sino una actividad aneja al ejercicio de las funciones constitucionalmente atribuidas» (166) . Partiendo como premisa de que las funciones constitucionalmente confiadas al Jefe del Estado (art. 56.1) no son sino atribuciones tasadas, se colige una implícita prohibición de toda aquella competencia no expresamente asignada por la Constitución o las leyes. De la misma manera, se aborda desde esta postura una interpretación inexorable del art. 56.3 de la Constitución, en tanto principio general de aplicación del refrendo a todos los actos del Rey, excepción hecha -y con matices, en la práctica- de los enunciados en el art. 65.2. Este requisito preceptivo del refrendo, sumado a la trascendencia siempre del derecho de mensaje, impediría defender un reconocimiento «tácito» (167)  de tales atribuciones, apartando así toda tentación de hacer valer la presunta intención de los constituyentes, en ocasiones invocada por otros sectores de la doctrina.

En opinión de Tenorio y Gonzalo, no existe más modelo de discurso coherente con la Monarquía parlamentaria que el discurso del Trono. Consideran que «los discursos del Rey no son expresión de un derecho de mensaje regio sino una práctica que hay que contrastar con las características propias de una democracia con Jefatura de Estado monárquica» (168) , y no aceptan la tesis de que la práctica acredita «la existencia de un derecho de mensaje regio sin refrendo». Reconocen, no obstante, que «ha habido discursos sin refrendo» (169) .

Respecto de la responsabilidad que, dimanada del refrendo de los discursos del Jefe del Estado, corresponde a un Ejecutivo saliente, estos autores consideran que, si bien «sólo un Gobierno en funciones puede asumir responsabilidad política en sentido estricto, ello no lo inhabilita para refrendar» (170) . De lo contrario -afirman-, habríamos de aceptar su incapacidad para, por ejemplo, aprobar Decretos. En su opinión, ha de aceptarse la existencia de «formas más difusas de responsabilidad política y formas de responsabilidad penal y civil que dan sentido al refrendo del Gobierno en funciones» (171) .

Sostienen que refrendar los discursos del Rey es competencia del Gobierno cesante, al margen de que, además, la mayor parte de los discursos de inauguración de la Legislatura se hayan pronunciado con Gobiernos políticamente responsables. Califican así de «anomalía» y de «excepción» los discursos de 23 y 24 de febrero pronunciados por el Rey como consecuencia del golpe de Estado -en absoluto como un «punto de partida para la construcción de un supuesto derecho de mensaje» (172) -, y destacan la ausencia de fuerza ejecutiva de los discursos regios, incluidos aquellos que pudieran anunciar una decisión que, por su parte, sí la tuviera. Por esta razón aducen que difícilmente pueden los discursos del Monarca contener alguna orden; y sostienen su exclusiva «autoridad moral», destacando la condición de manifestaciones de opinión que caracteriza a los mensajes y discursos del Rey. Por este motivo -afirman- no se publican en el Boletín Oficial del Estado.

Ciertamente, al tiempo que una progresiva disminución de la potestad de los Reyes, se observa un proporcionado incremento de su auctoritas (173) . Cerca de los derechos que Bagehot formuló para la Monarquía inglesa -aconsejar, impulsar y ser consultado (174) -, la autoridad de la Corona se localiza en las dignified parts de la Constitución. Gracias a ellas, Gabinete y Parlamento ejercen sus funciones en tanto titulares de los poderes públicos efectivos (efficients parts). González-Trevijano pone de manifiesto la escasa tranquilidad dogmática que comporta la idea de considerar todos los actos del Rey como actos debidos (175) , despojando al Jefe del Estado de toda libertad en la toma de decisiones, y compeliendo, en última instancia, al Monarca, a una exclusiva verbalización de juicios ajenos. Se observa también, sensu contrario, la necesidad de reconocer al Jefe del Estado un ámbito mínimo de libertad, como el que la Constitución ha dispuesto -a modo de poder residual- en la facultad de proponer candidato a Presidente de Gobierno [arts. 62.d) y 99 de la Constitución], o en las competencias ad extra del art. 65. Tampoco puede olvidarse la eficiente tarea que el Rey puede desplegar en su viajes de representación, en sus audiencias, declaraciones, y en los discursos y mensajes (176) ; y, finalmente, en expresión de García Pelayo, en defensa y justificación de los poderes virtuales o potenciales del Monarca: «del mismo modo que han sido circunstancias históricas las que han convertido en nominales los poderes reales, no está excluido, en principio, que bajo otras circunstancias se inviertan los términos y adquieran poderes que hoy son meramente formales» (177) .

IV.  EL DEBATE ESPAÑOL SOBRE LOS MENSAJES DEL REY

La institución del mensaje regio consta en la propuesta inicial que la UCD llevó a la Ponencia Constitucional. Y así puede leerse en el primer Borrador -art. 52.c)-, tal y como figura en la página tercera de su correspondiente Acta, fechada el 29 de septiembre de 1977. Pero esa formulación desapareció en la segunda lectura del Borrador y no consta ya, consiguientemente, en el Anteproyecto de 5 de enero de 1978. Ni siquiera el ponente de UCD, José Pedro Pérez-Llorca, defendió finalmente esta propuesta. Miguel Herrero de Miñón -también de UCD- replanteó el asunto sin éxito en la célebre Reunión de Gredos, recordando años después, en su Libro homenaje a Jaime Guasp, que Manuel Fraga propuso «dejar a la práctica la solución del problema» (178) . Herrero califica el mensaje regio como una actividad no prevista en la Constitución y defiende que, en tanto en cuanto «no fue conscientemente excluida por los constituyentes sino, antes bien, su posibilidad tácitamente admitida» (179) , ha de articularse «con el carácter tasado (restringido) de las competencias regias que prevé el art. 56 de nuestra Constitución» (180) .

El 24 de julio de 1978, el Boletín Oficial de las Cortes hizo público el texto del Proyecto de Constitución aprobado por el Pleno del Congreso de los Diputados (BOC, núm. 135, de 24 de julio de 1978), presentando a la Cámara Alta, para su enmienda, la siguiente redacción del art. 57 (181) :


Unión de Centro Democrático- 726.

Añadir lo siguiente:

Apartado «b» bis). Presidir la solemne apertura de la Legislatura de las Cortes Generales y pronunciar el mensaje de la Corona.

Justificación:

El art. 57 no es exhaustivo en la enumeración de las atribuciones del Rey, pues existen numerosos artículos de la Constitución que determinan otras funciones. Por todo ello parece oportuno introducir la modificación propuesta, que completa el artículo y es una cláusula habitual en preceptos de esta naturaleza.



La segunda -más genérica y con número 231- corresponde al Senador Julián Marías Aguilera, de la Agrupación Independiente, en cuyo nombre solicita añadir un apartado «j», que estipule: «dirigir mensajes a las Cortes Generales».


Sr. Marías Aguilera- 231.

Debe añadirse un apartado j) que diga así:

«Dirigir mensajes a las Cortes Generales».



En nombre de UCD, el Senador Chueca y Goitia, pese a considerar que «dentro de la praxis constitucional no cabe duda de que la solemne apertura y el mensaje de la Corona le corresponden al Rey» (182) , decide retirar su enmienda al entender innecesario expresarlo «especialmente» (183) . Retiró así el Senador la enmienda de su grupo -la UCD- «reservándola a la letra j) de este mismo artículo», que Chueca y Goitia pensó «se discutirá luego». El Senador terminó su intervención preguntándose: «¿O se discute a continuación?» (184) . No consta respuesta en el libro de sesiones.

Acto seguido, el Senador Marías propuso a la Cámara una breve adición para apuntar, entre las facultades del Rey, la muy concreta de dirigir mensajes a las Cortes Generales (185) :

«Se trata de precisar las facultades del Rey, y a la vez que la Constitución trata de limitar las facultades del Rey, que pudieran ser estrictamente políticas o de Gobierno, como corresponde a una Monarquía Constitucional, parece conveniente darle las que corresponden a la función social de reinar, y a esa presidencia ideal de una comunidad hispánica que reconoce su figura como elemento valioso de cooperación internacional y especialmente en el campo de la cultura. Se trata también de darle al Rey constitucionalmente su voz. Quiero decir su voz para dirigirse al pueblo español en su conjunto a través de sus representantes legítimas, que son las Cortes. No se trata, por tanto, de que el Rey pueda, ocasionalmente, en tal o cual ocasión particular, dirigirse a fracciones del pueblo español, a una entidad o a una corporación particular, etc., sino que pueda dirigir la palabra, dirigir mensajes de acuerdo con los refrendos normales de su actividad constitucional a la totalidad del país, representado precisamente por las Cortes Generales. Por otra parte, esta enmienda recoge literalmente la fórmula propuesta por el Grupo Socialista del Congreso como facultad del Presidente de la República, defendido por ellos como el Jefe del Estado en el primer Anteproyecto de Constitución» (186) .


Carlos Ollero Gómez, Senador por designación real, respaldó la propuesta de Marías, afirmando que, «efectivamente, la posibilidad de dirigir mensajes a las Cortes Generales forma parte homogénea del sentido de las funciones que se contemplan en el art. 57».

En sentido contrario, el Senador Ramos Fernández-Torrecilla anunció la oposición del Grupo Socialista a añadir facultades al Rey:

«Entendemos que la Monarquía parlamentaria tiene también sus servidumbres, y que este tipo de mensajes pensamos que pueden quedar prácticamente en la práctica constitucional, sin que sea necesario que se le encomiende esa función estricta y específica del Rey» (187) .


Julián Marías manifestó, acto seguido, su «sorpresa» por las palabras del Senador Ramos, al anunciar éste que el Grupo Socialista votaría en contra de su enmienda.

«Es lo que menos podía esperar, ya que el texto está literalmente tomado del voto particular del Grupo Socialista respecto del Jefe de Estado. De modo que la Minoría socialista cuando se refiere a un texto suyo lo defiende y, en cambio, el mismo texto, defendido por otra persona, lo vota en contra» (188) .


Llevada a efecto la votación, la enmienda número 231 del Senador Marías fue rechazada por nueve votos en contra y seis a favor, con nueve abstenciones. A propuesta del señor Presidente, los Senadores aprobaron por asentimiento el resto de los apartados que no fueron afectados por las enmiendas, ni enmendados. El Dictamen de la Comisión Constitucional del Senado (BOC, núm. 157, de 6 de octubre de 1978), relativo al artículo que había de contener las atribuciones del Rey, estableció la siguiente redacción:


Art. 61. Corresponde al Rey:

a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer al candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, la que no podrá autorizar indultos generales.

j) Velar por la conservación y fortalecimiento de los vínculos espirituales, culturales y de especial convivencia entre España y las naciones de su comunidad histórica.

k) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.



El mencionado dictamen de la Comisión de Constitución del Senado se escribió junto a los correspondientes votos particulares. En lo que afecta a la facultad del Rey de dirigir mensajes a las Cortes Generales, consta el presentado por Julián Marías.


VOTOS PARTICULARES AL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN DEL SENADO RELATIVO AL PROYECTO DE CE (BOC, núm. 157, de 6 de octubre de 1978):

Al art. 61, apartado e) (nuevo).

Voto particular número 247 (enmienda número 2311, de don Julián Marías Aguilera).

«Dirigir mensajes a las Cortes Generales».



Marías defendió esta propuesta, por última vez, en la Cámara Alta, el 29 de septiembre, aunque de forma igualmente infructuosa.

Se debatía en esa fecha el art. 61 de la Constitución, procediendo el Senador a anunciar su propuesta de que, entre las facultades del Rey, constara la de dirigir mensajes a las Cortes Generales, para un «mejor cumplimiento» (189)  de sus atribuciones. A los efectos de que el Rey arbitre y modere cabalmente el funcionamiento regular de las instituciones, y en aras de que los preceptos de la Constitución fueran «reales y efectivos [y] no meramente nominales» (190) , Marías se mostraba partidario de que el Rey pudiera dirigirse al pueblo, a través de sus representantes legítimos, con el refrendo siempre -matizaba Su Señoría- que la Constitución determine.

Marías consideraba fundamental que, «en casos de discordia, en casos de perturbación» (191) , una voz no partidista, una voz de moderación o de arbitraje pueda dirigirse al pueblo español a través de las Cortes «en cuestiones que afecten gravemente al equilibrio de la sociedad española» (192) . Aseguraba este Senador que su propuesta coincidía literalmente con el Voto particular del Grupo Socialista del Congreso en el primer Anteproyecto de Constitución. En efecto, el Grupo Parlamentario Socialista preconizaba esta función para el Jefe del Estado aunque, ciertamente, no era un Rey parlamentario lo que los socialistas contemplaban en la cúspide de la organización del Estado, sino un Presidente de República.

El Senador Marías, lejos de observar diferencias en este sentido entre Rey y Presidente, defendió que, en caso de haberlas, sería más justificada esta función en un Rey parlamentario, habida cuenta de que «el Presidente de la República es un hombre político» (193)  -en todo caso, lo ha sido-, y por tanto, tendría a su disposición compañeros de partido que «pueden asumir su voz» (194) . El Rey, sin embargo, ni tiene partido ni puede tenerlo. Precisamente por no ser un político, por situarse «por encima de los partidos», le corresponde justamente -«de un modo preferente»- esa función de moderación y de arbitraje. El argumento de Marías se cierra con la afirmación de que la tarea de moderación y de arbitraje que la futura Constitución venga a atribuir al Jefe del Estado, sería, de este modo, «una realidad y no una ficción» (195) .

Le sucedió en el turno de palabra el Senador Morán López, en representación del Grupo Socialista, quien inició su intervención recordando que la posición de su Grupo respecto al asunto de la forma de Gobierno había sido expuesta claramente a lo largo del proceso constituyente.

Fernando Morán aseguraba que su Grupo había sido consecuente con los tiempos y con «el legado de la Historia» y que, admitida la decisión de que la Jefatura del Estado tomara la «forma de Rey», ahora se imponía ser «coherentes» respecto a sus competencias, «de manera que no se desvirtúen» (196) . Morán dijo comprender la tendencia a ensalzar la figura del Rey por parte de aquellos que la estiman «por sus sentimientos», pero recordando que la consideración, que el aprecio que los socialistas profesaban a Don Juan Carlos era «racional» y encontraba fundamento en «sus hechos». Por esa razón habían de preservarse las -a su juicio- «competencias necesarias para que el sistema de una Monarquía parlamentaria funcione debidamente» (197) .

El portavoz socialista consideraba necesario evitar a toda costa que la figura del Rey como Jefe del Estado pudiera ser sometida a los avatares de la política, «no sólo por el hecho de que excediera las competencias que se determinan en la Constitución, sino precisamente por el riesgo que para la Institución se irrogaría» (198) . El Senador entendía que las competencias que el Proyecto de Constitución atribuía al Rey -establecidas de manera general en el art. 55 y específicamente en el art. 61 (199) - se correspondían fielmente con las definidas por Bagehot en el momento fundacional de la Monarquía parlamentaria en Inglaterra, en el año 1867: las célebres funciones de advertir, animar y ser consultado (200) . Morán invocaba así a Bagehot para, después, formular una loa implícita a la persona de Don Juan Carlos, afirmando que «un Rey de gran sentido y sagacidad no desearía otras [funciones] porque, careciendo de otras, le permitiría usar éstas con singular eficacia y con singular sabiduría» (201) . Y continuaba: «El Rey [...] acaso no siempre pueda alterar el curso de la acción de su Primer Ministro, pero siempre puede influir en su pensamiento» (202) .

Morán tranquilizaba a quienes pudieran creer que, así las cosas, la figura del Rey resultaría «ayuna de competencias» (203) . A su juicio, un Rey parlamentario es la persona mejor informada del país, por cuanto es asesorada diariamente por los más competentes en cada materia:

«Porque recibe información de todos los telegramas de los asuntos internacionales, porque lee todos los informes, porque sigue la vida parlamentaria y porque tiene consejeros -que también se consignan en la Constitución- e incluso libertad para nombrarlos y destituirlos, que de una u otra manera tienen influencia. Es el personaje más influyente de la Nación y así debe ser, puesto que al mismo tiempo que su influencia tiene una enorme carga histórica sobre sus hombros» (204) .


Para el portavoz socialista, la opinión del Senador Marías «excede y desvirtúa» (205)  la figura del Rey.

1.  Discursos de Estado y discursos de Gobierno

Acudiendo al Derecho comparado, Morán recordó los dos tipos de mensaje propios de un Jefe de Estado: aquel que contempla la Constitución de los Estados Unidos de América (206)  y el mensaje sobre el estado de la Nación.

Sobre el primero, afirman algunos tratadistas que, unido a la capacidad de abordar los asuntos internacionales -treaty making power-, este artículo de la Constitución de los Estados Unidos convierte al Presidente en la principal fuente de Poder legislativo. Morán advierte que este primer supuesto se justifica al estar ante un Presidente «elegido por sufragio universal, aunque indirecto» (207) .

El Senador explicaba la postura de su Grupo recordando que, cuando en el primer Borrador de la Constitución los socialistas atribuían al Jefe del Estado la posibilidad de dirigirse a las Cortes, lo hicieron pensando en un Jefe del Estado elegido por sufragio universal, ya fuera directa o indirectamente. En definitiva, en «un político responsable» (208) . Y, en este sentido, recordó que la esencia de un Monarca constitucional es su irresponsabilidad, «no solamente porque todos los actos tengan que ser refrendados [...] sino por el principio de que el Rey no puede errar, que nos viene del Derecho anglosajón» (209) . A continuación preguntó a la Cámara en calidad de qué se dirigiría el Rey al Parlamento, en caso de conflicto: ¿en calidad de mediador, tal vez? Después se cuestionó si ser mediador «¿no podrá ser interpretado como tomar partido por una parte u otra de la opinión?» (210) , para finalizar planteando si «¿lo haría únicamente con el refrendo y al dictado de una de las partes que estuviese en el dilema o estuviese en el litigio?» (211) .

Morán recordó que ése es el «segundo tipo de comparecencia ante las Cortes que tienen los Reyes constitucionales y los Jefes de Estado», en referencia a la institución del discurso del Trono, propia del Derecho inglés, donde se vierten exclusivamente las opiniones y programas del Gobierno. Así es desde 1841 (212) . Morán ilustraba su argumento refiriendo una anécdota fechada en el año 1881, cuando la Soberana intentó suprimir ciertas frases de un discurso del Trono, y Lord John Russell se opuso terminantemente, afirmando en Consejo que cada una de las palabras del discurso del Trono debía ser el pensamiento del Gobierno, y sólo del Gobierno. Así debía ser porque sólo el Gobierno podía ser responsable.

El portavoz socialista concluyó su intervención dando por bueno el texto que, del art. 55 -hoy 56-, llegó del Congreso, calificándolo de «equilibrado y calculado, conforme a la mejor tradición parlamentaria, constitucional y monárquica» (213) ; y afirmando, en todo caso, que la práctica del discurso pondría al Rey en una difícil disyuntiva: la de repetir de manera automática las palabras del Primer Ministro o tener que mediar entre todos, «tomando partido» y convirtiendo al Monarca en una figura «política» y «controvertida».

2.  La oportunidad de ser «originales»

La réplica del Senador Marías se centró en afirmar que no resultaba necesario acudir siempre a modelos importados de otros países, y que, bien al contrario, podríamos en España demostrar «alguna originalidad política» (214) , en clara referencia a la Constitución de 1812. Acto seguido, Marías intentó «aclarar» el sentido de su propuesta, expresando que se trataba de que el Rey pudiera dirigir mensajes, «siempre con el refrendo oportuno» que prevé el art. 55 de la Constitución (hoy 56). No se planteaba, en definitiva, una concesión de carácter «irresponsable» que el Rey, en este sentido, debía tener.

Marías defendía que, en ocasiones, más allá de la política, un Jefe de Estado debe dirigirse a su pueblo para hablarle -justamente- del país; no de asuntos políticos concretos, sino «de la significación del horizonte general de la Nación» (215) . Porque -a su juicio- la vida de una Nación no se limita a la política: «Hay algo más que política; hay la personalidad de un país; hay su proyección histórica; hay toda una serie de temas que no pueden ser objeto de un discurso político ni del Presidente del Gobierno, ni de un diputado, ni de un senador» (216) .

Acerca de estos asuntos, el Senador Marías consideraba importante que el Rey asumiera esa moderación y arbitraje de la marcha general histórica y no política del país. Marías terminó su turno de réplica afirmando que la única forma de contar con un Rey de fines del siglo XX era procurar los medios oportunos para «que las instituciones sean plenas y eficaces» (217) .

Concluidas las argumentaciones de una y otra parte, la Cámara Alta dictaminó sobre el Voto particular número 247. Efectuada la votación, la propuesta del Senador Marías fue rechazada. Cincuenta y siete senadores votaron en contra y seis a favor. Se contaron noventa y nueve abstenciones.

V.  PRÁCTICA ESPAÑOLA DEL MENSAJE REGIO EN EL REINADO DE JUAN CARLOS I

Vista la carencia de regulación que sobre el mensaje regio muestra nuestro Texto Constitucional, repasemos el uso que de esta institución lleva a la práctica el Rey Don Juan Carlos desde su coronación, el 22 de noviembre de 1975. Se observan tres tipos de discursos, claramente diferenciados:


	
1) Discursos o mensajes periódicos: 
	
- De Pascua militar, el día 6 de enero. 

	
- De apertura del Año Judicial, el 15 de septiembre. 

	
- De Pascua navideña (mensaje de Navidad), el 24 de diciembre. 





	
2) Discursos o mensajes dirigidos a las Cortes Generales: 
	
A) Etapa preconstitucional (1975-1978). 
	De Proclamación como Rey, el 22 de noviembre de 1975 (218) .

	Al Consejo del Reino, el 2 de marzo de 1976.

	De Apertura de la Legislatura constituyente, el 22 de julio de 1977.

	De Sanción de la Constitución, el 27 de diciembre de 1978.





	
B) Etapa constitucional (1978-2008). 
	
- De Apertura de Legislatura: 
	I Legislatura, el 9 de mayo de 1979.

	II Legislatura, el 25 de noviembre de 1982.

	III Legislatura, el 28 de julio de 1986.

	IV Legislatura, el 6 de diciembre de 1989.

	V Legislatura, el 14 de julio de 1993.

	VI Legislatura, el 8 de mayo de 1996.

	VII Legislatura, el 3 de mayo de 2000.

	VIII Legislatura, el 22 de abril de 2004.

	IX Legislatura, el 16 de abril de 2008 (en curso).





	
- De homenaje a los Diputados y Senadores, miembros de las Cortes Constituyentes (1977-1978), el 5 de noviembre de 1983. 

	
- Al Senado, el 22 de noviembre de 1984. 

	
- A los Diputados, al inaugurar el edificio destinado a los Grupos parlamentarios, el 6 de diciembre de 1984. 

	
- De Conmemoración del X aniversario de la Constitución, el 6 de diciembre de 1988 (219) . 

	
- A los Senadores, al inaugurar las obras de ampliación del Palacio del Senado, el 23 de septiembre de 1991. 

	
- A las Cortes Generales, con ocasión del XXV aniversario de su reinado, el 22 de noviembre de 2000. 

	
- A las Cortes Generales, con motivo del XXV aniversario de la Constitución española. Congreso de los Diputados, 6 de diciembre de 2003. 

	
- Documento electrónico de Su Majestad el Rey con motivo de la inauguración de la III ampliación del Congreso de los Diputados, el 1 de junio de 2006. 

	
- Palabras con motivo del XXX aniversario de las elecciones del 15 de junio de 1977, el 14 de junio de 2007. 

	
- Palabras en el XXX aniversario de la Constitución española de 1978, el 6 de diciembre de 2008. 









	
3) Discursos ocasionales. A modo de ejemplo: 
	
- Palabras dirigidas a los líderes políticos, recibidos en el Palacio de la Zarzuela el 24 de febrero de 1981. 

	
- Al Consejo de Ministros. Santiago de Compostela (La Coruña), 24 de julio de 1999. 

	
- Acto conmemorativo del XX aniversario del Tribunal Constitucional. Madrid, 4 de julio de 2000. 

	
- Palabras de Su Majestad el Rey en la apertura del Curso Académico Universitario 2003-2004. Concesión y entrega de la Medalla de Honor. Universidad Rey Juan Carlos. Móstoles (Madrid), 14 octubre 2003. 

	
- Palabras de Su Majestad el Rey con motivo de los atentados terroristas perpetrados en Madrid. Palacio de la Zarzuela. Madrid, 11 de marzo de 2004. 

	
- Brindis de Su Majestad el Rey en el almuerzo del día de la Boda de Sus Altezas Reales los Príncipes de Asturias. Palacio Real de Madrid, 22 de mayo de 2004. 







1.  Autoría de los discursos y mensajes

Respecto del proceso de elaboración de los discursos y mensajes del Rey y, muy especialmente, de su autoría, son contadas las referencias bibliográficas, y menos aún las informaciones o los artículos de prensa que abordan el tema apoyados en fuentes, si no irrefutables, al menos relativamente verosímiles.

Entre ellas destaca -por no desautorizado- el relato que la periodista Pilar Cernuda formula del recorrido presunto de los mensajes regios desde su fase de borrador hasta su publicación. Discursos que, según esta versión, serían elaborados en el Palacio de la Zarzuela y enviados al Ejecutivo antes de su publicación. Esta autora revela las hipotéticas diferencias de criterio que el Presidente del Gobierno habría manifestado al Jefe de la Casa Real tras conocer el contenido del discurso de Navidad de 1990, elaborado, como es costumbre, en el Palacio de la Zarzuela. Conocidas las discrepancias por Don Juan Carlos, el Rey aceptó el criterio del Ejecutivo:

«Al llegar el momento de redactar el tradicional mensaje navideño, Sabino Fernández Campo le propone al Rey [...] incluir un párrafo de elogio hacia los periodistas [...]. De esa forma [...] se rompería el hielo que existía en ese momento entre Don Juan Carlos e importantes periodistas de diferentes medios. Y así se hizo. El discurso, como es habitual, se envió a la Moncloa, un acto de cortesía [...]. El texto regresó de la Moncloa sin las polémicas líneas [...], incluía un texto nuevo, demoledor para los informadores» (220) .


Resulta de mención obligatoria el testimonio del propio Rey Juan Carlos sobre este asunto en la biografía escrita por José Luis de Villalonga (221) , hoy por hoy la única «autorizada» por la Casa Real. Se trata de una conversación distendida que el Monarca mantiene con el autor del libro, y que resulta esclarecedora a los efectos que ocupan:


- Don JUAN CARLOS: Cuando el Rey se dirige a todos los españoles lo hace en completa libertad. En Inglaterra, la Reina Isabel lee un discurso de la Corona escrito por el Primer Ministro y sus colaboradores. Pero en lo que yo digo no hay intromisión de nadie. Y creo que ahora la gente sabe que lo que dice el Rey es lo que el Rey piensa.

- VILLALONGA: ¿Queréis decir que el Gobierno no está al corriente de lo que el Rey va a decir a los españoles?

- Don JUAN CARLOS: Sí, el Presidente del Gobierno sabe lo que yo voy a decir -no sería leal por mi parte ocultárselo-, pero no sabe en qué términos voy a expresarlo. Mi discurso es el resultado de un pacto entre el Presidente del Gobierno y yo. Yo le digo: «Esto es lo que voy a decir a los españoles. ¿Qué piensa usted?». Por lo general está de acuerdo conmigo. A veces discutimos a propósito de un matiz, de una palabra que conviene o no emplear. Pero lo importante -y ése es el lujo que yo me permito- es que yo pueda decir a los españoles lo que esperan que les diga.



En cuanto a la redacción de los discursos, Villalonga pregunta al Monarca quién los confecciona «materialmente», siendo ésta la respuesta de Don Juan Carlos:

- Don JUAN CARLOS: Las líneas maestras de mis mensajes son siempre obra mía. Luego las discuto aquí, en palacio, con mis colaboradores más íntimos. Después, según el tema que tengo que tratar, hago que me aconsejen juristas, sociólogos, a veces el Ministro de Asuntos Exteriores, incluso militares [...]. No hay en España un speach writer como en los Estados Unidos o como en Inglaterra [...]. Aquí, el acabado final de mis discursos procuro dárselo yo.


De los testimonios aportados, se colige: primero, que los discursos se redactan en la Casa Real y expresan el sentir del Monarca; y segundo, que esta opinión, ajustada obviamente a su condición de Poder neutro, y para ello independiente, cede a favor del criterio del Presidente del Gobierno, en caso de disconformidad o desavenencia (222) .

VI.  COSTUMBRES CONSTITUCIONALES: EL MENSAJE REGIO

La costumbre constitucional (223)  se diferencia de las normas consuetudinarias del Derecho privado en tres aspectos determinados: 1) el elemento subjetivo porque, en el Derecho constitucional, los actores son los propios sujetos políticos, los órganos constitucionales y de relevancia constitucional (básicamente: las Cortes Generales, el Jefe del Estado y el Gobierno); 2) la mayor publicidad de las costumbres constitucionales que, dada la posición de sus protagonistas en el organigrama del Estado, invita a modular el requisito temporal; y 3) las características de frecuencia, uniformidad y constancia, visiblemente reforzadas en el caso de las relaciones constitucionales.

González-Trevijano recuerda, a la hora de distinguir entre costumbres y convenciones, que la noción anglosajona de conventions of the constitution -que no reconoce su juridicidad, dada su no invocación ante los órganos jurisdiccionales (224) -, no puede trasladarse al Derecho español. Se ha de tener en cuenta, asimismo, que las convenciones se muestran frecuentemente como el germen o adelanto de ulteriores costumbres constitucionales, habida cuenta de que éstas se han instalado con un oportuno nivel de estabilización e institucionalización.

Y, por último, carecen de juridicidad las reglas de corretezza costituzionale, referidas a circunstancias y supuestos de cortesía, ceremonial, culto, protocolo, etc. Esta tercera categoría de normas se reconoce básicamente por tres características: primera, regulan situaciones secundarias; segunda, se desarrollan en ámbitos de relación más personales; y, tercera, en caso de no ser respetadas, su quebrantamiento desencadenaría una crítica o censura más o menos firme y generalizada, pero nunca un conflicto entre Órganos del Estado. Rodríguez-Zapata apunta como ejemplos de transgresión de las normas de corretezza costituzionale, entre otros: la falta del obligado sigilo que corresponde tras las conversaciones celebradas con el Jefe del Estado en las audiencias reales; las reglas de cortesía parlamentaria, como demostración de atención y respeto hacia el resto de la Cámara; y, finalmente, los patrones que han de presidir las relaciones entre el Gobierno y la oposición (225) .

1.  El papel residual de la costumbre en la Constitución de 1978

La Constitución española de 1978, en sintonía con la tradición europea, no contempla la costumbre como fuente de producción del Derecho (226) , y su reconocimiento no resulta sencillo, dada la legitimidad democrática que asiste a la mayor parte de las Constituciones actuales (227) . Esta característica no facilita la admisión de una fuente de creación normativa ajena a la voluntad de la propia comunidad política, independientemente de que «los sujetos creadores de derecho detenten la condición de órganos constitucionales o de relevancia constitucional» (228) . Pese a ello, la existencia de convenciones y costumbres es innegable, y destacan, entre ellas, los mensajes, que constituyen nuestro objeto de estudio.

De otro lado, la Constitución de 1978, a diferencia del resto de leyes que componen el ordenamiento jurídico, precisa para su reforma de un trámite singularmente agravado. No resulta sencillo argumentar su conveniencia jurídico-política. González-Trevijano señala la dificultad de conciliar la juridicidad de una costumbre praeter constitutionem en el marco de un Texto rígido como es la Constitución de 1978, que, en lo que a acercar las normas a la realidad política se refiere, no dispone de otro método que la revisión constitucional.

Verdaderamente, el Título X de la Constitución, De la Reforma Constitucional (arts. 166-169), no resulta fácil de conciliar con las costumbres praeter constitutionem, pero, en el caso de las costumbres contra constitutionem tal conjunción resulta sencillamente imposible. Lo contrario supondría «desvirtuar la misma noción de Constitución entendida como Norma Normarum, como regla del deber ser expresada, a estos efectos, en los principios de constitucionalidad y jerarquía (arts. 9.1 y 3 CE y 1.2 del Código Civil)» (229) .

Obviamente, siendo la Constitución la norma rectora del ordenamiento jurídico, no cabe invocación de costumbre alguna que pueda violentarla (230) . Y a este juicio han de sumarse otras razones de orden político: de un lado, que el uso de la costumbre como forma de actualizar las normas constitucionales, evitando así el trámite preceptivo de revisión constitucional, contraviene y subvierte el orden constitucional dispuesto por el poder constituyente constituido (231) , que no tiene más razón de ser que acometer, llegado el momento, en exclusiva, la reforma de la Constitución; y en segundo lugar, que, residiendo la soberanía nacional en el pueblo, y derivando de él todos los poderes del Estado (art. 1.2), no cabe reconocimiento alguno de una fuente de Derecho extraña a los fundamentos esenciales de la Constitución en materia de producción de normas jurídicas.

Si bien las normas consuetudinarias del Derecho privado emanan de la conciencia socio-jurídica del pueblo, las costumbres constitucionales no son sino consecuencia natural y exclusiva de la actividad de los actores políticos. Tampoco puede olvidarse la génesis de la Constitución democrática, que, fundada en la libertad, tiene como objetivo prioritario contener el ejercicio de los poderes públicos (232) .

No menor inconveniente, a efectos de reconocimiento de la costumbre constitucional, resulta la notable extensión de nuestra Carta Magna, la más larga de nuestras Constituciones -con 169 artículos-, a excepción del Texto de 1812, que contaba 384 preceptos. Su grado de detalle -unido a un ingente desarrollo reglamentario- no facilita el nacimiento de costumbres praeter constitutionem, que, a falta de normas expresas, han cubierto o compensado tradicionalmente las ausencias jurídicas que pudieran observarse.

Otra dificultad adicional a efectos de aceptación de las costumbres constitucionales es la manifiesta juventud de la Constitución española (233) . Pese a la complejidad que reviste su cuantificación, el paso del tiempo es -como apuntábamos- condición indispensable y seña de identidad de las normas consuetudinarias (234) . Por esta razón, y en puridad, sólo en tiempos cercanos pudo empezar a señalarse -y reconocerse- la existencia de auténticas costumbres constitucionales (235) .

2.  Razones a favor de su reconocimiento

No obstante lo anterior, resulta irrefutable la existencia de ciertas prácticas caracterizadas como costumbres constitucionales, que a todas luces se erigen en fuentes de Derecho. Una realidad que, siguiendo a González-Trevijano, obedece a los siguientes argumentos:

1) El art. 1.º del Código Civil reconoce expresamente la costumbre como fuente de Derecho, al afirmar que «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho». Es más, establece después que «La costumbre regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada. Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad tendrán la consideración de costumbre» (236) .

2) Si bien de forma indeterminada, el Tribunal Constitucional ha señalado el reconocimiento, y consiguiente aplicabilidad, de algunas costumbres.

3) La costumbre se caracteriza por su ajenidad respecto del sistema ordinario de producción de normas. Esta independencia se entiende, no obstante, en referencia a las costumbres praeter constitutionem. No así en relación con las costumbres contra constitutionem que no cabe invocar si no es a partir de su tratamiento -caso de la literatura italiana- como fuentes extra ordinem. Y así, «las costumbres complementan el Derecho escrito, satisfaciendo las lagunas constitucionales aparecidas, acomodan las Constituciones a los nuevos tiempos e, incluso, modifican las atribuciones expresamente previstas en la Norma Fundamental» (237) . Ésta es la significación del Derecho consuetudinario en tanto «expresión de la vitalidad jurídico-constitucional» (238) .

Tampoco puede obviarse, por concluyente, la sobresaliente posición que ocupan los protagonistas de los actos referidos, como titulares de los órganos constitucionales del Estado.

4) En el ámbito parlamentario, las costumbres constitucionales terminan integrándose en el abanico de normas interpretativas propias de la Presidencia o de la Mesa de las Cámaras, o sumándose a sus Reglamentos internos de funcionamiento.

3.  Ejemplos de costumbres y convenciones: los mensajes de Navidad

Desde la entrada en vigor de la Constitución de 1978, se observa un grupo de costumbres y convenciones constitucionales respecto de las cuales se puede argüir su calificación como normas jurídicas, de la misma manera que cabe su consideración como meras prácticas o normas políticas.

Partiendo de la consideración de que una costumbre es «jurídica» cuando forma parte de un ordenamiento jurídico, y que esta condición de pertenencia se instrumenta a través de las normas de reconocimiento, es cierto también que «actúan como tales aquellas conductas desarrolladas ininterrumpidamente por los órganos superiores del sistema, incluso contra el modo de producción normativo (fuentes extra ordinem)» (239) .

De las dos partes diferenciadas que presenta la Constitución -la dogmática y la orgánica-, la orgánica -destinada al desarrollo de las Instituciones- regula el funcionamiento de los poderes del Estado, y es el lugar donde se institucionalizan y desarrollan, mayoritariamente, las costumbres y prácticas constitucionales.

En el marco de relaciones del Jefe del Estado con el Poder ejecutivo, el tiempo ha consolidado así, como costumbre, informar periódicamente al Rey de los asuntos de Estado, como también presidir la reunión del Consejo de Ministros «cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente de Gobierno», de acuerdo con el art. 62.g) de la Constitución (240) .

Respecto del Poder judicial se ha establecido como costumbre la ceremonia de apertura del Año Judicial por el Monarca, que incluye un mensaje destinado a los miembros de la carrera judicial (241) .

De forma singular, en estas tres décadas -sobrepasadas- de reinado de Don Juan Carlos se ha consolidado como costumbre en el ámbito del Poder parlamentario (242)  la Apertura de la Legislatura. Ciertamente, pese a lo establecido en el art. 56.1 de la Constitución -«El Rey [...] ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes»-, «parece haberse consolidado la práctica constitucional de la inauguración por el Monarca de las Cortes generales, pronunciando un mensaje en el momento de la apertura referida» (243) .

Finalmente, respecto del Poder moderador, pese al empeño del Constituyente en ajustar de forma rigurosa y cerrada la actuación del Monarca a la Monarquía parlamentaria que había de consagrarse, resulta evidente que, en el transcurso de estos treinta y cinco años de reinado, entre los actos del Rey se han consolidado una serie de costumbres praeter constitutionem, que sobrepasan claramente las competencias tasadas -ope Constitutione- del art. 62.

Destacan entre esas prácticas y costumbres praeter constitutionem, por el interés que despiertan en la opinión pública, en los medios de comunicación y en la clase política, los mensajes de Pascua militar y Navidad (244) .

VII.  EL MENSAJE REGIO, ¿EXPANSIÓN CONVENCIONAL DEL ARBITRAJE?

El mensaje regio es, decíamos, una institución ajena a la Constitución española de 1978, aunque, a todas luces, consolidada por vía consuetudinaria. No en vano, el Rey Don Juan Carlos ha pronunciado en estos treinta y cinco años de Monarquía parlamentaria, más de dos mil discursos.

La experiencia española demuestra el interés de la opinión pública por los mensajes del Rey, en tanto «expresión solemne del criterio político del Jefe del Estado» (245) . Y es que, dejando al margen los discursos puramente protocolarios y la retórica propia que corresponde al aspecto simbólico de la Corona -las dignified functions referidas por Bagehot-, resulta harto complicado encontrar mensajes huérfanos de elementos políticos. Herrero de Miñón afirma que esta circunstancia viene a demostrar el carácter de efficient part del sistema constitucional que corresponde a la Corona. En su opinión, la práctica del mensaje regio sólo se explica al amparo del arbitraje previsto en el art. 56, interpretado éste como una cláusula general de atribución de potestad. Y advierte Herrero que la alternativa sería reconocer de hecho una actividad extra constitucional, circunstancia que comportaría una fractura de la ordenación que de la Monarquía hace la propia Constitución.

1.  Mensajes orales y escritos

Los históricamente partidarios de la limitación de poderes del Jefe del Estado siempre han tratado de impedir su alocución en el Parlamento por la repercusión inevitable de las palabras que pudiera pronunciar la primera Magistratura del Estado. Sensu contrario, «las Jefaturas del Estado en trance de fortalecimiento reivindican siempre la posibilidad de acudir al mensaje oral» (246) . El temor se vio progresivamente acrecentado a medida que la tecnología permitió la transmisión masiva de los mensajes a través de la radio, primero, la televisión después, y ahora Internet.

2.  El refrendo de los mensajes orales

En el caso de España, desde la aprobación de la Constitución de 1978 el Jefe del Estado sólo ha practicado la forma oral, sin perjuicio de que el Rey actúe previamente sobre un texto escrito y también que la escenificación «a cámara» -caso de los mensajes de Navidad- requiera la lectura de un texto proyectado sobre una pantalla con la técnica del teleprompter (247) . Siendo, en todo caso, verbalizado el discurso, es esta condición de oralidad la que plantea la cuestión de la necesidad del refrendo de los mensajes regios que, en principio, sería ineludible en un mensaje escrito.

En lo que respecta al refrendo de los mensajes orales, tal ejercicio no supone mayor problema. Ocurre así con todos los actos no escritos del Rey, ya sean de modo expreso, situando a un Ministro del Gobierno, al lado físicamente del Monarca durante la alocución, ya sea de forma tácita, por el mero hecho de no producirse dimisión alguna. El Gobierno, de esta manera, asume la responsabilidad del mensaje, haya tenido o no participación en su elaboración y esté o no de acuerdo con su contenido.

El mensaje de Navidad, concretamente, se graba en dependencias del Palacio de la Zarzuela, con una antelación de dos o tres días, por un equipo técnico y de realización de Radiotelevisión Española. No acude a la grabación miembro alguno del Gobierno (248) .

De este modo, conocida la exigua aportación -hoy por hoy- del Ejecutivo a la redacción de discursos y mensajes de singular relevancia (249) , siempre subyace el refrendo tácito de estos discursos por parte del Gobierno facultado para hacerla.

El debate doctrinal se suscita en aquellos casos en que el discurso se pronuncia en un momento en que el Gobierno [saliente] se aproxima a su cese. De hecho, así sucedió el 6 de enero de 1981, con ocasión de la Pascua militar; el 4 de febrero del mismo año, en la Casa de Juntas de Guernica; así como los días 23 y 24 de febrero en los mensajes dirigidos a la Nación y a las Fuerzas Armadas, y a los partidos políticos, respectivamente. En las fechas referidas, el Ejecutivo era un Gobierno «en funciones» (250)  y, como tal, a juicio de algunos autores, «incapacitado para asumir la responsabilidad política de los actos que excedieran de los asuntos corrientes» (251) .

3.  La inauguración de la Legislatura y la investidura del Gobierno

Culminado el proceso electoral, el Parlamento se ha de constituir en el plazo de veinticinco días a contar desde la celebración de los comicios. Y dentro de los quince días siguientes a la sesión de constitución de las Cámaras, el Jefe del Estado ha de proceder a la inauguración solemne de la Legislatura.

La investidura del Gobierno por el voto del Congreso puede celebrarse, por su parte, en cualquier otro momento, por cuanto el plazo de dos meses que establece el art. 99.5 de la Constitución sólo juega a partir de la primera votación de investidura.

A la vista de los plazos señalados, y en caso de no darse una situación de mayoría absoluta, no parece falto de sentido común que la inauguración de la Legislatura por parte del Rey se anticipe a la investidura del Gobierno. Podría llegar incluso a resultar lo más adecuado (252) . A esta necesidad cronológica hay que sumar la idoneidad de que las Cortes sean inauguradas antes de iniciar el ejercicio de sus competencias. Y, entre ellas, una de las principales es la investidura del Gobierno.

Así las cosas, concluye Herrero que «el mensaje inaugural del Rey a las Cortes carece por definición de refrendo» (253) , considerando que tal responsabilidad no puede hacerse recaer sobre un Gobierno cuyo partido de referencia acaba de perder las elecciones y «se encuentra en situación de minoría dentro de las Cortes que se van a inaugurar» (254) . De la misma manera, no cabe encomendar tarea semejante a un Gobierno no nacido cuya composición resulta a esas alturas desconocida, como tampoco -en una coyuntura semejante, de mayorías relativas- se conocerá necesariamente la identidad de la persona que acabará dirigiendo la política nacional.

En modo alguno puede asimilarse este mensaje inaugural al tradicional discurso de la Corona. Bien al contrario, se trata -dice Herrero- de «una acción típicamente arbitral que, pese al principio general del art. 64, la fuerza normativa de los hechos que la costumbre expresa, ha configurado como exenta de refrendo» (255) . Ocurrió en 1979 (256) , aunque la continuidad del Gobierno no lo hizo visible. Y emergió a la luz pública en 1982, cuando en las elecciones del 28 de octubre, el PSOE consiguió una amplísima mayoría (257) . Y así ha sucedido en años sucesivos, cada vez que, tras el correspondiente proceso electoral, se producía la continuidad de la mayoría gobernante.

Retrasar la inauguración de las Cortes con objeto de proceder con anterioridad a la investidura del Gobierno -como sucedió-, no tendría otro objetivo que preservar la imagen del partido que va a formar Gobierno, si bien, tal alteración del calendario podría entenderse como un agravio a las prerrogativas de la Corona y de la propia Cámara, por cuanto relega el inicio de sus funciones al nombramiento del Gobierno que de ellas debiera resultar, olvidando que las Cortes son representantes de la soberanía popular. Esta actuación no viene sino a considerar al Parlamento como un mero «séquito del Gobierno» (258)  y resulta contraria al art. 66 de la Constitución.

VIII.  CLASIFICACIÓN: MENSAJES DE CORTESÍA Y MENSAJES POLÍTICOS

En la obra ya referida de homenaje al Profesor Guasp, Herrero recurre a la práctica comparada para establecer una clasificación (259)  de los mensajes del Jefe del Estado, sea éste monárquico o republicano. Y distingue así entre mensajes de cortesía y mensajes propiamente políticos.

Siguiendo a este autor, entendemos por mensajes de cortesía «aquellos que pronuncia el Jefe del Estado como Presidente nato de las solemnidades nacionales o, en caso de tratarse de un Presidente elegido, al dar las gracias por su designación» (260) . Se trata, en suma, de declaraciones sin contenido político significativo que manifiestan bien «sentimientos de superación en el quehacer comunitario», bien «buenos propósitos en el cumplimiento de las funciones institucionales» (261) .

1.  Mensajes políticos (efficient part)

En los mensajes políticos se ha de distinguir entre:

A) Mensajes que justifican una actitud (caso de una dimisión presidencial o de una abdicación regia).

B) Mensajes que contienen un programa de acción (plan que llevarán a cabo terceras personas o instituciones diversas -incluido el propio Gobierno, etc.- y, en su caso, el mismo orador).

C) Mensajes de persuasión, en los que el Jefe del Estado exhorta con palabras, razones y ruegos a hacer o dejar de hacer alguna cosa, o a mantener una determinada actitud. El mensaje se dirige a personas e instituciones sobre las que no se quiere o no se puede ejercer una directa autoridad.

D) Mensajes de advertencia, cuando la naturaleza sugestiva del discurso evoluciona y presenta un tono de preocupación, de apremio y trascendencia.

E) Mensajes que informan de una decisión ya tomada.

F) Mensajes que contienen una orden (262) .

En el caso español resultan numerosos los discursos protocolarios, y en ellos se observa la retórica propia de la Corona -las dignified functions que destacaba Bagehot-. Destaca, no obstante, la presencia de elementos políticos en la mayoría de los discursos, hecho que vendría a demostrar el carácter de efficient part de la Corona en el sistema constitucional. Siguiendo a Herrero, ejemplos significativos de esta clasificación, serían:

Tipo A). De entre los mensajes que justifican una actitud, destaca el pronunciado con motivo de la Pascua militar, el 6 de enero de 1982.

Tipo B). No puede afirmarse que el Jefe del Estado haya presentado a las instituciones o al Gobierno de la Nación programa de acción alguno con posterioridad a la promulgación de la Constitución de 1978. Como excepción a esta conducta general, puede señalarse el discurso pronunciado el 31 de marzo de 1982, en que el Rey mostró una «inequívoca posición» ante la idea del Gobierno de desmilitarizar la Guardia Civil: «No debéis hacer caso de las palabras que intentan modificar los conceptos de disciplina y lealtad a vuestros Mandos y funciones. Vuestro Rey, que os comprende, sabe cómo pensáis porque está en íntimo contacto con vosotros. Y tener la seguridad de que contáis con mi apoyo y protección» (263) . Cabría tal vez calificar de programa para un personal cumplimiento, aquellos discursos en que el Rey recuerda y describe el papel arbitral y moderador que le corresponde. Y así afirma en la Navidad de 1980: «La Monarquía que en mí se encarna es respetuosa y solidaria con los depositarios de la confianza popular democráticamente manifestada. Es impulsora de una acción de todos para todos. Es símbolo de unidad y permanencia en medio de la actividad política de cada día [...]».

Tipo C). Los mensajes de Navidad son paradigma del carácter sugestivo que distingue a la Corona. El Rey utiliza un estilo persuasivo para incitar a los ciudadanos a adoptar una determinada actitud.

Tipo D). Son habituales las señales de advertencia en los discursos dirigidos al Ejército con motivo de la celebración de la Pascua militar. La premura, el alcance de los acontecimientos y el propio contexto en que se producen, obligan a estimular la conducta de los receptores del mensaje de una manera más firme, al margen de que se mantengan las características propias del lenguaje persuasivo.

Mención especial merece el discurso del Rey con motivo del frustrado golpe de Estado, el 23 de febrero de 1981. En este mensaje se advierten todos los elementos apuntados: justificativos, de información, de persuasión y de advertencia; de aplicación de un muy determinado programa de acción -que él mismo se dispone a aplicar- y, especialmente destacable, la presencia de una orden tajante y explícita a las autoridades civiles y militares que el Jefe del Estado anuncia ya haber tomado: «He ordenado a las autoridades civiles y a la Junta de Jefes de Estado Mayor que tomen todas las medidas necesarias para mantener el orden constitucional dentro de la legalidad vigente [...]».
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